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CONSTITUCIÓN

ARTÍCULO 17.1

Derecho a la libertad personal. Plazo máximo de prisión provisional 
tomando en cuenta detención policial.

«Este tribunal posee doctrina consolidada sobre el derecho a la 
libertad personal (art. 17 CE) que, en lo que afecta a este caso, se 
refiere tanto a la medida cautelar de prisión provisional, en general, 
como a la inclusión o no del periodo de detención en el cómputo del 
plazo máximo de la prisión provisional.

a)  El derecho a la libertad personal (art. 17 CE) y su privación a 
través de la medida cautelar de prisión provisional.

Como expuso la STC 136/2023, de 23 de octubre, FJ 3, con remi-
sión a las SSTC 32/2023, de 17 de abril, FJ 3, 143/2022, de 14 de 
noviembre, FJ 4, y 29/2019, de 28 de febrero, FJ 4, las líneas maestras 
de esta doctrina pueden sintetizarse como sigue:

(i)  Principio de legalidad.

«“Uno de los principios a tener en cuenta de cara a la adopción de 
la medida cautelar de prisión provisional [es] el principio de legalidad, 
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que opera como elemento habilitante de la privación de libertad y como 
fuente de limitación del plazo máximo de duración de la medida caute-
lar, ‘razón por la cual este tribunal ha declarado reiteradamente que la 
superación de los plazos máximos legalmente previstos supone una 
limitación desproporcionada de aquel derecho y, en consecuencia, su 
vulneración (entre otras, SSTC 99/2006, de 27 de marzo, y 95/2007, 
de 7 de mayo)’ (STC 29/2019, de 28 de febrero, FJ 3) […]. Nuestra 
jurisprudencia ha considerado también que la exigencia general de 
habilitación legal supone que la decisión judicial de decretar, mantener 
o prorrogar la prisión provisional ha de estar prevista en uno de los 
supuestos legales (uno de los ‘casos’ a que se refiere el art. 17.1 CE) y 
que ha de adoptarse mediante el procedimiento legalmente regulado 
(en la ‘forma’ mencionada en el mismo precepto constitucional). De 
ahí que se haya reiterado que el derecho a la libertad personal puede 
verse lesionado tanto cuando se actúa bajo la cobertura improcedente 
de la ley como contra lo que la ley dispone (así, SSTC 305/2000, de 11 
de diciembre, FJ 3; 210/2013, de 16 de diciembre, FJ 2, y 217/2015, 
de 22 de octubre, FJ 2)” (STC 29/2019, de 28 de febrero, FJ 3)».

(ii)  Principio de favor libertatis o de in dubio pro libertate.

Conforme a estos principios, “la interpretación y aplicación de las 
normas reguladoras de la medida de prisión provisional ‘deben hacerse 
con carácter restrictivo y a favor del derecho fundamental que tales 
normas restringen, lo cual ha de conducir a la elección y aplicación, en 
caso de duda, de la norma menos restrictiva de libertad’ (SSTC 88/1988, 
de 9 de mayo, FJ 1; 98/2002, de 29 de abril, FJ 3, y 95/2007, de 7 de 
mayo, FJ 4)”.

(iii)  La duración de los plazos máximos como garantía del dere-
cho a la libertad.

Para este tribunal, “la limitación del plazo máximo de duración de 
la medida de prisión provisional opera como mecanismo de garantía 
evitando que alcance una duración excesiva, que dependa de causas 
ajenas e inciertas a la persona juzgada, y con el objetivo de que quien 
se somete a aquella tenga una expectativa concreta sobre su extensión 
y finalización. La razón de esta última exigencia, como recuerda la 
STC 95/2007, de 7 de mayo, ‘encuentra su último fundamento en la 
seguridad jurídica de los ciudadanos […]. Al mismo tiempo, este pre-
cepto pretende evitar la lentitud de la justicia en los procesos penales, 
de modo que la determinación de un plazo legal para la prisión provi-
sional sirva de acicate a los órganos judiciales para que aceleren la 
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instrucción y el enjuiciamiento de las causas penales con preso 
(SSTC 8/1990, de 18 de enero, FJ 4; 206/1991, de 30 de octubre, 
FJ 4)’ (FJ 5).

El respeto a los plazos legales máximos iniciales y de prórroga de 
la prisión provisional, establecidos en el artículo 504, párrafo cuarto, 
LECrim, constituye, por lo tanto, un mandato constitucional, de forma 
que la superación de aquellos conllevaría una limitación despropor-
cionada del derecho a la libertad y, en consecuencia, su vulneración 
(por todas, SSTC 98/1998, de 4 de mayo, FJ 2; 142/1998, de 29 de 
junio, FJ 3; 234/1998, de 1 de diciembre, FJ 2; 19/1999, de 22 de 
febrero, FJ 4; 71/2000, de 13 de marzo, FJ 5; 72/2000, de 13 de marzo, 
FJ 6; 305/2000, de 11 de diciembre, FJ 4; 28/2001, de 29 de enero, 
FJ 4). Por ello mismo, este tribunal ha censurado en numerosas reso-
luciones decisiones judiciales consistentes en prorrogar el plazo de 
prisión provisional (art. 504.2 LECrim) después de que el plazo inicial 
haya expirado, pues la lesión en que consiste el incumplimiento del 
plazo no se subsana por el extemporáneo acuerdo de prórroga una vez 
finalizado aquel (en este sentido, SSTC  56/1997, de  17 de 
marzo; 234/1998, de 1 de diciembre; 305/2000, de 11 de diciembre, 
y 98/2002, de 29 de abril)”.

A modo de síntesis de lo anteriormente expuesto, “cabe extraer 
tres criterios jurisprudenciales esenciales que deben regir en toda 
adopción de la medida cautelar de prisión provisional: (i) en primer 
lugar, que la excepcionalidad de esta medida impone una interpreta-
ción restrictiva de las normas reguladoras de aquella y en el sentido 
más favorable al derecho a la libertad (favor libertatis); (ii) en segundo 
lugar, que del primero de los fundamentos de la exigencia de un plazo 
máximo de duración de la medida (garantizar la seguridad jurídica) se 
deriva, a su vez, una exigencia de certeza en el cómputo del mismo, 
que lleva a la exclusión de los ‘elementos inciertos’, que pueden con-
ducir al ‘desbordamiento del plazo razonable’, conectándose de este 
modo la exigencia de certeza con la del ‘plazo razonable’; (iii) en ter-
cer lugar, que del otro criterio en que se fundamenta el establecimiento 
del plazo máximo (evitar dilaciones indebidas) se deriva la necesidad 
de valorar, junto a la complejidad de la causa, tanto la actuación de los 
órganos judiciales como la conducta del recurrente a la hora de deter-
minar si las dilaciones producidas pueden o no excluirse del cómputo 
del plazo, criterios que coinciden con los empleados para determinar 
si nos encontramos o no ante un ‘plazo razonable’”.»

b)  El derecho a la libertad personal (art. 17 CE) y la exclusión de 
los periodos de privación de libertad por detención del cómputo del 
plazo máximo inicial de la prisión provisional.
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Este tribunal elaboró una doctrina constitucional sobre el derecho a 
la libertad personal en la que no apreciaba su vulneración, por considerar 
que no se superaba el plazo legal máximo de la prisión provisional, en las 
decisiones judiciales que no incluían el tiempo de detención (la guberna-
tiva en la STC 145/2001, de 18 de junio; y la judicial en la STC 37/1996, 
de 11 de marzo) dentro del cómputo del plazo máximo inicial de esta 
medida cautelar establecido en el artículo 504.4 LECrim aplicable 
ratione temporis. En ambos pronunciamientos, la normativa aplicable al 
respecto era el artículo 504 LECrim en la redacción previa a su reforma 
por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de octubre, de reforma de la Ley de 
enjuiciamiento criminal en materia de prisión provisional, cuya dicción 
literal no preveía la inserción del tiempo de detención en el cómputo de 
los plazos máximos establecidos en dicho precepto, prescribiendo única-
mente en su párrafo sexto que «(n)o se tendrá en cuenta, para el cómputo 
de los plazos establecidos en este artículo, el tiempo en que la causa 
sufriere dilaciones no imputables a la administración de justicia».

En síntesis, en la STC 37/1996 se fundamentó la ausencia de 
lesión del artículo 17.1 CE por no superar la prisión provisional decre-
tada judicialmente el plazo máximo legalmente previsto en el enton-
ces artículo 504.4 LECrim, aunque el tiempo de detención judicial no 
había sido tenido en cuenta, arguyendo que «el hecho de que junto a la 
figura de la prisión provisional exista otra, la de la detención, con 
expreso refrendo constitucional en sus propios límites y con plazo 
máximo de duración igualmente tasado –en el art. 17.2 CE respecto a 
la detención preventiva por la autoridad gubernativa y en el art. 497 y 
concordantes de la LECrim cuando el detenido pasa a disposición 
judicial transcurrido aquel– puede servir de justificación para enten-
der que el plazo máximo de prisión provisional no necesariamente 
incluye el período anterior en que se haya padecido privación de liber-
tad con causa legal distinta, como son todos los supuestos de deten-
ción. Y así lo corrobora el propio tenor literal del artículo 17 CE, que 
significativamente ha previsto plazos máximos para un tipo determi-
nado de detención, la gubernativa (art. 17.2), así como plazos igual-
mente máximos –que ha de fijar el legislador dentro del canon de lo 
razonable– para la prisión provisional (art. 17.4, inciso final). Lo que 
entraña, en definitiva, que en la propia configuración constitucional de 
los supuestos de privación de libertad existen dos situaciones legales 
distintas tanto en lo que respecta a su finalidad como a sus consecuen-
cias y, por ello, no cabe entender como interpretación constitucional-
mente obligada que el plazo de privación de libertad padecido en 
atención a la primera haya de integrarse necesariamente en el plazo 
máximo fijado legalmente para la segunda» [FJ 4 B)]. Y con idénticos 
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argumentos se desestimó el amparo en la STC 145/2001, en el que el 
periodo de detención gubernativa no había sido tenido en cuenta a los 
efectos del plazo máximo de duración de la prisión provisional (FJ 4).

(…/…)

El régimen legal sobre el cómputo del plazo de la prisión provisio-
nal, aquí aplicable ratione temporis, es el regulado en el artículo 504.5 
LECrim, en la redacción dada por la Ley Orgánica 13/2003, de 24 de 
octubre de reforma de la ley de enjuiciamiento criminal en materia de 
prisión provisional. Dicha reforma añadió a la única regla legal exis-
tente en la antigua redacción del artículo 504 LECrim al respecto [«No 
se tendrá en cuenta, para el cómputo de los plazos establecidos en este 
artículo (prisión provisional), el tiempo en que la causa sufriere dila-
ciones no imputables a la administración de justicia», actualmente ubi-
cada en el segundo párrafo del art. 504.5 LECrim] una nueva previsión 
(actual párrafo primero del art. 504.5 LECrim) que dispone tiempo que 
el investigado o encausado hubiere estado detenido o sometido a pri-
sión provisional por la misma causa». De esta forma, el legislador dis-
pone claramente que para el cómputo del plazo de duración de esta 
medida cautelar se tendrá en cuenta tanto el tiempo de prisión provisio-
nal como el de detención y, dentro de esta última, sin distinción, tanto 
la detención gubernativa como la judicial. Y ello porque la referencia 
legal al «tiempo que el investigado o encausado hubiera estado dete-
nido», considerada en sí misma, permite englobar las detenciones poli-
ciales sin necesidad de forzar su tenor literal ni la ratio de la norma 
considerada en su conjunto (siguiendo los axiomas in claris non fit 
interpretatio y ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus), 
pues ambos tipos de detención (gubernativa y judicial) tienen el mismo 
impacto material en la libertad del sospechoso y su finalidad es asegu-
rar su persona en el marco de la investigación de un delito.»

(STC 3/2025, de 13 de enero de 2025. Recurso de amparo 6751-
2022. Ponente: D.ª Laura Díez Bueso. BOE 17 de febrero de 2025).

Derecho a la libertad personal. Vulneración por revocar la suspensión 
basado en la mera reiteración delictiva, sin que el órgano judicial haya 
ponderado las circunstancias individuales y con motivación insuficiente.

«La principal doctrina constitucional relativa al canon reforzado 
de motivación en materia de suspensión de la ejecución de la pena de 
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prisión y su revocación se sintetiza en la STC 32/2022, de 7 de marzo, 
cuyo FJ 4 sostiene que resulta exigible un «canon reforzado de moti-
vación cuando el derecho a la tutela judicial efectiva incide de alguna 
manera en la libertad como valor superior del ordenamiento jurídico, 
como entiende que ocurre con las resoluciones judiciales que deciden 
sobre medidas alternativas a la prisión o sobre beneficios penitencia-
rios, como la libertad condicional, sobre los permisos de salida o sobre 
la suspensión de la ejecución de la pena. En concreto, por lo que atañe 
a las resoluciones que conceden o deniegan la suspensión de la ejecu-
ción de una pena privativa de libertad regulada en los artículos 80 y 
siguientes del Código penal, se considera que “si bien no constituyen 
decisiones sobre la restricción de la libertad en sentido estricto, ya que 
tienen como presupuesto la existencia de una sentencia firme conde-
natoria que constituye el título legítimo de la restricción de la libertad 
del condenado, sin embargo afectan al valor libertad, en cuanto moda-
lizan la forma en que la ejecución de la restricción de la libertad se 
llevará a cabo” (STC 320/2006, de 15 de noviembre, FJ 4, con nume-
rosas referencias ulteriores).

Tal afectación al valor libertad determina que una resolución fun-
dada en Derecho relativa a la suspensión requiere que el fundamento 
de la decisión no solo constituya una aplicación no arbitraria de las 
normas adecuadas al caso, sino también que su adopción esté presi-
dida, más allá de por la mera exteriorización de la concurrencia o no 
de los requisitos legales, por la expresión de la ponderación, de con-
formidad con los fines de la institución y los constitucionalmente fija-
dos a las penas privativas de libertad, de los bienes y derechos en 
conflicto» (STC 32/2022, FJ 4, y jurisprudencia allí citada).

El deber reforzado de motivación se venía traduciendo, en materia 
de suspensión de condena, en dos pautas: «(i) “en sentido negativo, se 
ha rechazado reiteradamente que la simple referencia al carácter dis-
crecional de la decisión del órgano judicial constituya motivación 
suficiente del ejercicio de dicha facultad”; (ii) “en sentido positivo, se 
ha especificado que el deber de fundamentación de estas resoluciones 
judiciales requiere la ponderación de las circunstancias individuales 
del penado, así como de los valores y bienes jurídicos comprometidos 
en la decisión, teniendo en cuenta la finalidad principal de la institu-
ción, la reeducación y reinserción social, y las otras finalidades, de 
prevención general, que legitiman la pena privativa de libertad” 
(STC 320/2006, FJ 4)» (STC 32/2022, de 7 de marzo, FJ 4).

Se añade al canon de enjuiciamiento lo siguiente: «Ciertamente la 
doctrina anterior sobre motivación reforzada no alude de forma 
expresa a la revocación de la suspensión prevista en el actual 
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artículo 86 CP, pero sin duda es extrapolable a ella, en tanto esa insti-
tución se integra en el diseño legal de la institución (sección primera 
“De la suspensión de la ejecución de las penas privativas de libertad” 
del capítulo III “De las formas sustitutivas de la ejecución de las penas 
privativas de libertad y de la libertad condicional”) como elemento 
estructural de esa forma sustitutiva y la decisión al respecto afecta a la 
libertad personal del sujeto, pues determina el modo de cumplimiento 
hasta el punto de determinar el ingreso en prisión».

En aquel caso, atinente a una revocación por impago de la respon-
sabilidad civil, el Tribunal señaló que debe tenerse presente que «las 
decisiones sobre revocación asentadas en la falta de pago de la respon-
sabilidad civil que aquí interesan deben tener presente la doctrina 
constitucional relativa al papel que la capacidad económica del sujeto 
desempeña en este marco». Así, «ni la suspensión ni la revocación 
pueden condicionarse al pago de la responsabilidad civil cuando es 
imposible ese pago. En especial, la motivación de las decisiones judi-
ciales que revocan una suspensión deben tener presente esta regla en 
su examen de la concurrencia de los presupuestos legales de tal conse-
cuencia, que a su vez la reflejan [art. 86.1 d) CP: “salvo que careciera 
de capacidad económica para ello”], junto con la ponderación de los 
bienes y derechos en conflicto de conformidad con los fines constitu-
cionalmente fijados de las penas privativas de libertad y la orientación 
a la reeducación y reinserción social inherente a la figura de la suspen-
sión como alternativa a los efectos contrarios de las penas privativas 
de libertad cortas» (STC 32/2022, FJ 4).

Por otro lado, el Tribunal ha tenido ocasión de examinar también 
el supuesto específico de suspensión vinculado a la drogodependencia 
(SSTC 110/2003, de 16 de junio, y 222/2007, de 8 de octubre). Esta 
modalidad, regulada hoy en el artículo 80.5 CP y, antes de la reforma 
introducida por la Ley Orgánica 1/2015, en el artículo 87 CP, se pre-
senta «como una excepción al régimen común de suspensión de la 
ejecución de las penas privativas de libertad […] para la suspensión de 
la ejecución de las penas inferiores a dos años, cuya existencia está 
justificada por las especiales características personales de los autores 
de ciertos tipos de delitos. A la finalidad genérica de rehabilitación 
que persigue la institución del beneficio de suspensión de la ejecución 
de las penas, destinado a evitar el cumplimiento en prisión de determi-
nadas penas privativas de libertad en quienes concurran los requisitos 
previstos legalmente, se une, en el caso especial del artículo 87.1 CP 
[ahora, art. 80.5 CP], la de propiciar que quienes han cometido un 
delito no grave por motivo de su adicción a las drogas –caso habitual 
del llamado traficante/consumidor– reciban un tratamiento que les 
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permita emanciparse de dicha adicción con carácter preferente a un 
ingreso en prisión que, lejos de favorecer su rehabilitación, pudiera 
resultar contraproducente para ella» (SSTC  110/2003, FJ  4, 
y 222/2007, FJ 4). Por ello, «una resolución fundada en Derecho y 
motivada de conformidad con las exigencias anteriormente expuestas 
sería aquella que, por una parte, exteriorizase las razones por las cua-
les entiende que concurre o no concurre el presupuesto habilitante de 
esta suspensión específica (que se trate de hechos cometidos a causa 
de la dependencia de las sustancias señaladas en el art. 20.1 CP y que 
el condenado acredite suficientemente que se encuentra deshabituado 
o sometido a tratamiento dirigido a tal efecto) y, por otra, justificara, 
cuando así fuera, que, aun concurriendo tal presupuesto, resultaría 
improcedente la suspensión en atención a las circunstancias indivi-
duales del penado y del caso en virtud de una ponderación de los bie-
nes e intereses en conflicto que tuviese presente tanto los fines de la 
institución (reeducación y reinserción social y, específicamente la 
rehabilitación del drogodependiente y la evitación del efecto desocia-
lizador del ingreso en prisión cuando este fuese presumible) como las 
finalidades que legitiman la imposición de penas privativas de liber-
tad» (STC 222/2007, FJ 4).

(…/…)

a)  El artículo 86.1 del Código penal establece: «El juez o tribu-
nal revocará la suspensión y ordenará la ejecución de la pena cuando 
el penado: a) Sea condenado por un delito cometido durante el período 
de suspensión y ello ponga de manifiesto que la expectativa en la que 
se fundaba la decisión de suspensión adoptada ya no puede ser mante-
nida. b) Incumpla de forma grave o reiterada las prohibiciones y debe-
res que le hubieran sido impuestos conforme al artículo 83, o se 
sustraiga al control de los servicios de gestión de penas y medidas 
alternativas de la administración penitenciaria. c) Incumpla de forma 
grave o reiterada las condiciones que, para la suspensión, hubieran 
sido impuestas conforme al artículo 84. d) Facilite información 
inexacta o insuficiente sobre el paradero de bienes u objetos cuyo 
decomiso hubiera sido acordado; no dé cumplimiento al compromiso 
de pago de las responsabilidades civiles a que hubiera sido conde-
nado, salvo que careciera de capacidad económica para ello; o facilite 
información inexacta o insuficiente sobre su patrimonio, incum-
pliendo la obligación impuesta en el artículo 589 de la Ley de enjui-
ciamiento civil».
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En las SSTC 32/2022, 184/2023, 39/2024, 70/2024, 78/2024 
y 122/2024, el Tribunal se vio llamado a pronunciarse sobre la revoca-
ción de la suspensión de la pena de prisión al no haberse satisfecho la 
responsabilidad civil, esto es, a uno de los contenidos del apartado d) 
del artículo 86.1 CP previamente expuestos. En el caso que ahora nos 
ocupa el apartado del precepto aplicado por el órgano judicial para 
justificar el levantamiento de la suspensión es el identificado en la 
letra a) del mismo artículo 86.1 CP, esto es, el relativo a la reiteración 
delictiva que se formula legislativamente desde la previsión de que el 
juez o tribunal revocará la suspensión cuando el penado «[s]ea conde-
nado por un delito cometido durante el período de suspensión y ello 
ponga de manifiesto que la expectativa en la que se fundaba la deci-
sión de suspensión adoptada ya no puede ser mantenida». Como se 
deduce claramente de la lectura del precepto, a la nuda reiteración 
delictiva se une un criterio sujeto a la apreciación del órgano judicial 
en la medida en que se prevé que esa reiteración delictiva «ponga de 
manifiesto que la expectativa en la que se fundaba la decisión de sus-
pensión adoptada ya no puede ser mantenida».

En la medida en que el precepto no define un automatismo en sen-
tido propio, sino que incluso habiendo reiteración delictiva se prevé 
que la condena por un nuevo delito debe poner de manifiesto la impo-
sibilidad de mantener la expectativa en que se fundaba la decisión de 
suspensión, es necesario proyectar aquí la jurisprudencia sentada en la 
STC 32/2022, porque el órgano judicial llamado a decidir sobre el 
mantenimiento o levantamiento de la suspensión de cumplimiento de 
la pena debe exponer las razones por las cuales considera rota la 
expectativa en que se fundó su decisión primera de suspender, y ello 
sobre la base de la manifestación expresa de cuál era tal expectativa.

Se proyecta sin ninguna duda la exigencia de un canon reforzado 
de motivación porque en este caso, como en el que resuelve la 
STC 32/2022 y todas las subsiguientes que aplican la doctrina allí 
fijada, el derecho a la tutela judicial efectiva incide en la libertad como 
valor superior del ordenamiento jurídico, al estar en juego la aplicación 
de un beneficio penitenciario, como es la suspensión de la ejecución de 
la pena. Citando de nuevo la STC 320/2006, FJ 4, las decisiones sobre 
la suspensión de la ejecución de una pena «si bien no constituyen deci-
siones sobre la restricción de la libertad en sentido estricto, ya que tie-
nen como presupuesto la existencia de una sentencia firme condenatoria 
que constituye el título legítimo de la restricción de la libertad del con-
denado, sin embargo afectan al valor libertad», en cuanto modulan «la 
forma en que la ejecución de la restricción de la libertad se llevará a 
cabo» (STC 320/2006, de 15 de noviembre, FJ 4).
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En la medida en que se afecta al valor libertad, y tal y como se 
estableció con carácter general en la STC 32/2022, antes de referirse a 
ninguno de los supuestos del artículo 86.1 CP, el fundamento de la 
decisión de suspensión debe constituir «una aplicación no arbitraria 
de las normas adecuadas al caso», estando presidida su adopción no 
solo por la exteriorización de la concurrencia o no de los requisitos 
legales, sino por la «expresión de la ponderación, de conformidad con 
los fines de la institución y los constitucionalmente fijados a las penas 
privativas de libertad, de los bienes y derechos en conflicto» 
(STC 32/2022, FJ 4). El mismo pronunciamiento, tras recordar las 
pautas en que se traduce ese deber reforzado de motivación –ya se ha 
hecho referencia a ello en el fundamento jurídico precedente–, asume 
que la doctrina sobre motivación reforzada no aludía de forma expresa 
«a la revocación de la suspensión prevista en el actual artículo 86 CP, 
pero sin duda es extrapolable a ella, en tanto esa institución se integra 
en el diseño legal de la institución […] como elemento estructural de 
esa forma sustitutiva y la decisión al respecto afecta a la libertad per-
sonal del sujeto, pues determina el modo de cumplimiento hasta el 
punto de determinar el ingreso en prisión» (STC 32/2022, FJ 4). Por 
tanto, debe entenderse que la STC 32/2022, al extender la exigencia 
de motivación reforzada a la revocación de la suspensión prevista en 
el artículo 86 CE, se refiere a la totalidad de las condiciones previstas 
en el precepto, y no exclusivamente a la revocación asentada en la 
falta de pago de la responsabilidad civil, cuestión que era la que se 
planteaba en el supuesto de hecho que da lugar a aquel pronuncia-
miento de amparo y a todos los que le han sucedido desde entonces.»

(STC 37/2025, de 10 de febrero de 2025. Recurso de amparo 2126-
2024. Ponente: D.ª María Luisa Balaguer Callejón. BOE 21 de marzo 
de 2026. En el mismo sentido, SSTC 160/2025, de 6 de octubre 
y 183/2025, de 1 de diciembre. Y también, sobre revocación de la suspen-
sión por no haber satisfecho la responsabilidad civil, STC 49/2025, de 24 
de febrero de 2025, BOE 1 de abril de 2025. BOE 9 de enero de 2026).

ARTÍCULO 17.4

Habeas corpus

«a)  La doctrina constitucional sobre el derecho a la libertad per-
sonal y a no ser privado de ella sino en la forma legalmente prevista 
(art. 17.1 CE), concretado aquí en el derecho de los artículos 520.2 d) 
y 527.1 d) de la Ley de enjuiciamiento criminal (LECrim) a ser infor-
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mado de los hechos y de los motivos de la detención y en el derecho 
de acceso a los elementos de las actuaciones que sean esenciales para 
impugnar su legalidad en sede policial, aparece recogida en las 
SSTC 13/2017, de 30 de enero, FFJJ 5 y 7; 21/2018, de 5 de marzo, 
FFJJ 6 y 7, y 181/2020, de 14 de diciembre, FFJJ 4 y 5.

La doctrina establece que la garantía de acceso a los elementos 
esenciales del atestado policial para impugnar la legalidad de la deten-
ción –derecho complementario e instrumental del derecho a ser infor-
mado de las razones de la detención y del derecho a impugnar su 
legalidad– tiene como finalidad contrastar objetivamente la veracidad 
y consistencia de la información recibida y es, además, relevante para 
decidir la estrategia de defensa. La garantía de acceso no opera de 
oficio, a diferencia de lo que sucede con el derecho a la información, 
pues requiere que la persona interesada o su defensa lo solicite. El 
momento hábil para pedir el acceso a las actuaciones es uno anterior a 
la finalización del atestado, y podrá permitir que la declaración de la 
persona detenida sea una oportunidad para defenderse. El acceso debe 
producirse de forma efectiva, mediante exhibición de la documenta-
ción, entrega de copia del atestado o por cualquier otro método que, 
garantizando la integridad de las actuaciones, permita a la persona 
detenida conocer y comprobar por sí, o a través de su abogado, las 
bases objetivas de su privación de libertad. La garantía de acceso se 
limita a los elementos de las actuaciones esenciales para impugnar la 
legalidad de la privación de libertad. No obstante, la concreción de 
estos elementos es necesariamente casuística, pues depende de las cir-
cunstancias que hayan justificado la detención.

Se trata, en definitiva, de que el detenido y su letrado puedan 
conocer con precisión los indicios y conjeturas que sobre su participa-
ción en unos hechos delictivos consten en las actuaciones policiales, 
así como las circunstancias que han determinado la necesidad de la 
detención, y de esa manera permitir el examen de su legalidad, es 
decir del fin que persigue la medida cautelar y de su proporcionalidad. 
La garantía de acceso no implica una obligación de dar traslado de 
todo el expediente; tiene por objeto los datos y elementos informati-
vos que sustenten la imputación objetiva y subjetiva, y, en su caso, las 
inferencias y argumentos de respaldo, es decir aquello que permite al 
investigado y a su letrado impugnar la privación de libertad con cono-
cimiento de causa.

b)  La doctrina constitucional sobre la institución de habeas cor-
pus y la prohibición de su inadmisión o su desestimación a limine por 
motivos de fondo aparece detallada en la STC 85/2024, de 3 de junio, 
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FJ 2, a la que nos remitimos, haciendo notar el parámetro de control 
que establece: «la vulneración del derecho a la libertad del detenido 
en su vertiente del derecho al control judicial de la detención (art. 17.1 
y 4 CE) por incumplimiento del procedimiento de habeas corpus se 
produce tanto cuando se inadmite a limine la incoación de dicho pro-
cedimiento fuera de los supuestos admitidos (falta del presupuesto 
necesario de una situación de privación de libertad no acordada judi-
cialmente o incumplimiento de los requisitos formales a los que se 
refiere el art. 4 LOHC); como cuando se dicta auto por el que se des-
estima la solicitud de habeas corpus por motivos de fondo (art. 8 
LOHC) sin haber respetado el procedimiento regulado en la Ley 
Orgánica de regulación del procedimiento de habeas corpus y, en par-
ticular, el requisito de la audiencia del detenido (art. 7 LOHC)» (FJ 3).

No en balde el procedimiento de habeas corpus es una garantía 
específica del derecho fundamental a la libertad personal frente a la 
restricción que supone la detención, garantía que consiste en evitar y 
hacer cesar de manera inmediata la vulneración del derecho mediante 
la puesta a disposición del juez de la persona detenida. La esencia de 
la garantía constitucional es que el juez compruebe personalmente la 
situación del detenido y le escuche, haciendo efectivo el derecho de 
quien ha impetrado el amparo judicial a ser oído y alegar sobre la 
legalidad de la privación de libertad que sufre. La inadmisión o deses-
timación a limine de la demanda por razones de fondo –aquellas que 
versan sobre la regularidad de la detención–, sin previa puesta a dispo-
sición judicial de la persona privada de libertad y sin ser escuchada, 
supone la vulneración del derecho fundamental por parte de la autori-
dad judicial a la que la Constitución confía su protección.»

(STC 86/2025, de 7 de abril de 2025. Recurso de amparo 120-
2023. D. Ramón Sáez Valcárcel. BOE 15 de mayo de 2025. En el 
mismo sentido, STC 188/2025, de 15 de diciembre de 2025, BOE 24 
de enero de 2026).

ARTÍCULO 18

Derecho al honor en relación con el derecho a la libertad de informa-
ción. Reportaje neutral.

«Es un fenómeno cotidiano en el modo de operar de los medios de 
comunicación que, junto al periodismo de investigación y la elabora-
ción propia de noticias, se difundan otras adquiridas de agencias de 
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noticias, también conocidas como agencias de información o agencias 
de prensa. Tal forma de proceder responde a la necesidad de cubrir los 
sucesos que puedan producirse en cualquier momento y lugar, cuando 
para los medios de comunicación no resulta posible cumplir por sí 
solos con esa cobertura, por razones técnicas y económicas, a lo que 
se suman las exigencias de celeridad que se imponen en este sector y 
que se han acentuado en los últimos tiempos con el desarrollo del 
entorno digital. De este modo, las noticias elaboradas por las agencias 
son adquiridas por los medios de comunicación, que las hacen llegar 
al público a través de la prensa, radio, televisión o internet.

En ocasiones, aunque no siempre, las noticias así adquiridas son 
publicadas sin introducir ninguna modificación con indicación de la 
fuente, es decir, la agencia de información que las ha generado. Y es 
precisamente en estos casos cuando puede plantearse la eventual apli-
cación de la doctrina del reportaje neutral si la noticia resultara lesiva 
de alguno de los derechos fundamentales reconocidos en el 
artículo 18.1 CE. Sobre esta cuestión no ha existido hasta el momento 
un pronunciamiento específico del Tribunal.

En las noticias procedentes de agencias de información pueden 
concurrir algunos de los elementos caracterizadores del reportaje neu-
tral, siempre que el medio de comunicación indique la fuente o autor 
de la noticia –la agencia–, y esta se publique tal y como se haya reci-
bido de la agencia, es decir, que no haya habido reelaboración propia 
del medio. Sin embargo, las diferencias surgen porque la doctrina del 
reportaje neutral solo es aplicable a los casos en los que las informa-
ciones u opiniones controvertidas son transcripciones, o quien las 
divulga afirma que lo son, de lo dicho o escrito por un tercero 
(STC 43/2004, de 23 de marzo, FJ 2), lo que no viene a coincidir 
exactamente con los casos de difusión de una noticia elaborada por 
una agencia de información.

En caso de publicación de declaraciones de un tercero, la doctrina 
del reportaje neutral declara que el medio de comunicación no res-
ponde del contenido de la declaración, sino únicamente de la veraci-
dad de que la declaración se ha producido. Como ya ha indicado el 
Tribunal, el medio de comunicación social ejerce su derecho a comu-
nicar libremente información veraz al reproducir las declaraciones de 
otro, siempre que lo haga de manera neutral. El canon de veracidad en 
estos casos se cumple con la acreditación fehaciente de que lo trans-
crito existe y coincide fielmente con lo dicho o escrito por el tercero 
(STC 134/1999, de 15 de julio, FJ 4). Además, como ha precisado el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la sanción a un periodista 
por contribuir a la difusión de declaraciones hechas por otra persona 
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en una entrevista obstaculizaría gravemente la contribución de la 
prensa a la discusión de cuestiones de interés público, y no deberían 
preverse sanciones salvo que existan motivos particularmente graves 
para ello, debiendo realizarse una distinción en función de si las decla-
raciones proceden del periodista o de si se trata de la cita textual de 
manifestaciones de otros (asuntos Jersild c. Dinamarca, § 35, y Peder-
sen y otros c. Dinamarca, § 77). En definitiva, la exclusión de la res-
ponsabilidad del medio de comunicación por el contenido de las 
declaraciones en el ámbito de la doctrina del reportaje neutral, encuen-
tra su razón de ser en la contribución a la formación de una opinión 
pública libre, a través de la difusión de declaraciones de terceros con 
indicación de su autoría y sin reelaboración alguna.

Cuando un medio de comunicación difunde noticias elaboradas por 
una agencia de información, contribuye también a la formación de una 
opinión pública libre, teniendo en cuenta, además, que de este modo el 
medio de comunicación puede suplir las dificultades para producir sus 
propias noticias sobre lo que acontezca en cualquier momento y lugar. 
Pero, en este caso, aquello que se difunde sin elaboración propia y 
citando la fuente no se limita a la declaración de una persona, sino que 
se extiende a la noticia íntegra tal y como ha sido emitida por una agen-
cia de información. Lo que se difunde citando la fuente es el producto 
del trabajo de otros profesionales de la comunicación, y su incidencia 
sobre la formación de una opinión pública libre no juega de la misma 
manera que la declaración de una persona. En este segundo caso, el 
sujeto que emite la declaración se convierte en objeto de la noticia y se 
requiere que el medio de comunicación acredite la conexión material 
de las declaraciones del tercero con el objeto del reportaje en el que 
tales declaraciones se integran (STC 134/1999, FJ 4). Por el contrario, 
la agencia de información es en sí misma ajena a la propia noticia; es 
quien la elabora, pero no se convierte en objeto de la noticia ni la pro-
tagoniza, sino que es su autora, sin perjuicio de que la transmisión y la 
difusión de la noticia queden en manos de otra entidad o profesional, 
como medio de comunicación.

Mientras que la doctrina del reportaje neutral excluye la responsa-
bilidad del medio por el contenido de la declaración, que forma parte 
de una noticia y contribuye a la formación de una opinión pública libre, 
una doctrina que excluyera siempre toda responsabilidad del medio de 
comunicación por el contenido de las noticias que difunde y que han 
sido elaboradas por agencias de información, aun cuando se cite la 
fuente y no se modifiquen, significaría amparar constitucionalmente la 
divulgación de cualquier información que se publique en tales circuns-
tancias, lo que podría llegar a poner en riesgo el rigor informativo. Si se 
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aceptara la aplicación de la doctrina del reportaje neutral a estos 
supuestos, se limitaría el canon de veracidad a la constatación de que la 
noticia procede de una agencia, de tal modo que el medio de comuni-
cación podría publicar y difundir cualquier noticia de agencia sin revi-
sar o supervisar su contenido, ni tener que responder de la veracidad de 
lo informado, sino solo de que procede de una agencia de información, 
incluso en el caso de que la noticia contuviera imprecisiones fácil-
mente perceptibles por cualquier profesional de la información, que 
pudieran constituir una vulneración de alguno de los derechos recono-
cidos en el artículo 18.1 CE. Por ello, trasladar a este campo la doctrina 
del reportaje neutral conduciría a resultados no deseados.

Descartada la aplicación de la doctrina del reportaje neutral, para 
determinar la responsabilidad del medio de comunicación que difunde 
noticias adquiridas de una agencia de información, sin modificarlas y 
citando la fuente, hemos de partir de la idea general de que su derecho 
a la libertad de información queda sometido a los límites de interés 
público y veracidad.

Respecto al interés o relevancia pública de la noticia, se justifica la 
difusión de aquellas noticias elaboradas por agencias de información 
sobre hechos noticiables, por su importancia para contribuir a la for-
mación de una opinión pública libre, incluyendo, entre otros, los suce-
sos de relevancia penal (SSTC  178/1993, de  31 de mayo, 
FJ 4; 320/1994, de 28 de noviembre, FJ 3, y 139/2007, de 4 de junio, 
FJ 8). En cuanto al equisito de veracidad, no se identifica con la exi-
gencia de una rigurosa y total exactitud en el contenido de la informa-
ción. Se exige comprobar su realidad mediante las averiguaciones 
oportunas y propias de un profesional diligente, con independencia de 
que se incurra en errores circunstanciales que no afecten a la esencia 
de lo informado (SSTC 6/1988, de 21 de enero, FJ 5; 178/1993, de 31 
de mayo, FJ 5; 158/2003, de 15 de septiembre, FJ 4, y 139/2007, de 4 
de junio, FJ 9, entre otras).

A su vez, es doctrina de este tribunal que la diligencia exigible al 
informador en la comprobación de los hechos depende de las caracte-
rísticas concretas de la comunicación de que se trate. Entre estos crite-
rios se encuentra que la noticia divulgada pueda suponer un descrédito 
para la persona a la que se refiere la información, lo que lleva en tales 
casos a reconocer una especial intensidad al nivel de diligencia exigi-
ble. Pero también es un criterio para determinar el cumplimiento de 
este requisito constitucional que la fuente que proporciona la noticia 
reúna características objetivas que la hacen fidedigna, seria o fiable, 
así como las posibilidades efectivas de contrastarla (SSTC 158/2003, 
FJ 4; 53/2006, FJ 6, y 139/2007, FJ 9).
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(…/…)

es un elemento relevante en estos casos para determinar el canon 
de veracidad, atender a la fuente que ha suministrado la noticia. Y con 
relación a la fuente, este tribunal ha declarado que, si reúne caracterís-
ticas objetivas que la hacen fidedigna, seria o fiable, puede no ser 
necesaria mayor comprobación que la exactitud de la fuente, máxime 
si es mencionada en la propia información (STC 158/2003, FJ 5). En 
este sentido, la STC 178/1993, FJ 5, consideró respecto de la publica-
ción de una nota de prensa por un medio de comunicación que «no es 
pensable que se le pueda exigir el contraste de la información con 
otras fuentes, sino solo la seguridad de que la fuente era el órgano que 
se dice», para añadir que «[c]uestión distinta, ajena sin embargo al 
presente proceso, es el juicio sobre el contenido de la nota misma faci-
litada por la autoridad pública, y sobre su actuación negligente o irres-
ponsable en la comunicación de lo informado».

No obstante, en los casos de publicación de noticias emitidas por 
agencias, en los que se cita la fuente y sin proceder a una reelabora-
ción propia de la información recibida, presenta algunos matices dis-
tintos a la citada STC 178/1993.

(…/…)

podemos afirmar que ni la doctrina del reportaje neutral puede supo-
ner una coartada para la vulneración de derechos fundamentales, ni la 
publicación de noticias procedentes de agencias de información libera 
al medio de su deber de diligencia, aunque lo pueda moderar.

La fiabilidad de la fuente y la confianza derivada de su profesionali-
dad pueden justificar que el deber de comprobación sea menos exhaus-
tivo que cuando la noticia procede de fuentes menos fiables, pero siempre 
debe existir. Como tiene declarado el Tribunal, no se puede reconocer 
protección constitucional a quien, defraudando el derecho de todos a 
recibir información veraz, actúe con menosprecio de la veracidad o fal-
sedad de lo comunicado, comportándose de forma negligente e irrespon-
sable (STC 158/2003, FJ 5). El medio de comunicación no debe hacer 
llegar al público noticias sin previo contraste, pues no debe contribuir a 
la difusión de informaciones falsas. Pero si el medio de comunicación 
publica una noticia adquirida de una agencia de información citando la 
fuente y sin modificarla, no responde de aquellos aspectos de su conte-
nido de cuya veracidad no hubiera sido razonable dudar, lo que exige una 
ponderación de las circunstancias concretas de cada caso. El medio de 
comunicación actúa en este caso como mero transmisor de la noticia 
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elaborada por un tercero al que cita como fuente y en cuya profesionali-
dad se confía. Al difundir la noticia el medio de comunicación puede 
incurrir en responsabilidad si, desplegada la diligencia exigible a un pro-
fesional de la información, publica una noticia que debió advertir que 
vulnera los derechos fundamentales de terceros y, por tanto, que no debió 
publicar. Es por ello que en el caso de que el medio señale directamente 
a la agencia de información como autora de la noticia, que se publica sin 
modificar ni asumir como propia, es razonable una cierta modulación, 
aunque no exclusión, de la diligencia exigible y consiguientemente de su 
responsabilidad. Esta se determinará atendiendo al deber de diligencia 
predicable conforme a las circunstancias concretas que concurran.»

(STC 62/2025, de 11 de marzo de 2025. Recurso de amparo 6890-
2023. Ponente: D. César Tolosa Tribiño. BOE 11 de abril de 2025. En 
el mismo sentido, STC 87/2025, de 7 de abril de 2025. BOE 15 de 
mayo de 2025).

ARTÍCULO 20.1

Derecho a la libertad de expresión y de creación artística en relación 
con una condena por delito contra la integridad moral.

«a)  Conforme a una jurisprudencia unánime que arranca de las 
tempranas SSTC 6/1981, de 16 de marzo, y 12/1982, de 31 de marzo, 
y recuerda la más reciente STC 83/2023, de 4 de julio, FJ 4, con cita 
de las SSTC 177/2015, de 22 de julio, FJ 2; 112/2016, de 20 de junio, 
FJ 2, y 89/2018, de 6 de septiembre, FJ 3, se ha subrayado repetida-
mente la «peculiar dimensión institucional de la libertad de expre-
sión», en cuanto que garantía para «la formación y existencia de una 
opinión pública libre», que la convierte «en uno de los pilares de una 
sociedad libre y democrática». De modo congruente, hemos insistido 
también en la necesidad de que dicha libertad «goce de un amplio 
cauce para el intercambio de ideas y opiniones», que ha de ser «lo 
suficientemente generoso como para que pueda desenvolverse sin 
angostura, esto es, sin timidez y sin temor» (SSTC 9/2007, de 15 de 
enero, FJ 4, y 50/2010, de 4 de octubre, FJ 7).

Por su parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en una 
jurisprudencia que da comienzo con la STEDH de 7 de diciembre 
de 1976, asunto Handyside c. Reino Unido, § 49, y que continúa hasta 
nuestros días, ha venido reiterando que la libertad de expresión cons-
tituye «uno de los fundamentos esenciales de una sociedad democrá-
tica, una de las condiciones primordiales de su progreso y del 
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desarrollo de cada individuo» (por todas, STEDH de 27 de abril 
de 2021, asunto Tökés c. Rumanía, § 82).

b)  También hemos sostenido que la libertad de expresión com-
prende la libertad de crítica «aun cuando la misma sea desabrida y 
pueda molestar, inquietar o disgustar a quien se dirige, pues así lo 
requieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los 
cuales no existe sociedad democrática» (SSTC 174/2006, de 5 de 
junio, FJ 4, y 77/2009, de 23 de marzo, FJ 4). De modo que, como 
subraya la STC 235/2007, de 7 de noviembre, FJ 4, la libertad de 
expresión vale no solo para la difusión de ideas u opiniones «acogidas 
con favor o consideradas inofensivas o indiferentes, sino también para 
aquellas que contrarían, chocan o inquietan al Estado o a una parte 
cualquiera de la población». En el mismo sentido, se pronuncian las 
SSTEDH de 7 de diciembre de 1976, asunto Handyside c. Reino 
Unido, § 49; de 26 de abril de 1979, asunto Sunday Times c. Reino 
Unido, § 65; de 24 de febrero de 1997, asunto De Haes y Gijsels c. 
Bélgica, § 49, y más recientemente la STEDH de 27 de abril de 2021, 
asunto Tökés c. Rumanía, § 82, entre otras.

c)  Ahora bien, la libertad de expresión no es un derecho funda-
mental absoluto e ilimitado, sino que tiene como todos los demás sus 
límites, de manera que cualquier expresión no merece protección 
constitucional, por el simple hecho de serlo, quedando fuera de la 
protección del artículo 20.1 a) CE «las expresiones indudablemente 
injuriosas o sin relación con las ideas u opiniones que se expongan y 
que resulten innecesarias para la exposición de las mismas» 
[STC 177/2015, FJ 2 c)].

En este sentido, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Dere-
chos Humanos ha afirmado que «[l]a tolerancia y el respeto de la igual 
dignidad de todos los seres humanos constituyen el fundamento de 
una sociedad democrática y pluralista. De ello resulta que, en princi-
pio, se puede considerar necesario, en las sociedades democráticas, 
sancionar e incluso prevenir todas las formas de expresión que propa-
guen, inciten, promuevan o justifiquen el odio basado en la intoleran-
cia» (STEDH de 16 de julio de 2009, asunto Féret c. Bélgica, § 64).

d)  Como se señaló en la STC 177/2015, FJ 2 d), «[e]stos límites 
deben ser, no obstante, ponderados siempre con exquisito rigor. Esta 
regla, que es de obligada atención con carácter general, habida cuenta 
de la posición preferente que ocupa la libertad de expresión, lo es 
todavía más cuando dicha libertad entra en conflicto con otros dere-
chos fundamentales, en particular el derecho al honor (art. 18 CE), y 
señaladamente con otros intereses de significada importancia social y 
política respaldados por la legislación penal».
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Por ello, nuestra doctrina ha ido perfilando cómo debe desarro-
llarse el juicio de proporcionalidad en casos de limitación de la liber-
tad de expresión en aplicación de tipos delictivos. Así, la STC 35/2020, 
de 25 de febrero, FJ 4 d), lo concretó en los siguientes términos:

«En relación con la aplicación del principio de proporcionalidad a las 
restricciones que afectan al derecho fundamental a la libertad de expre-
sión, en la citada STC 112/2016, FJ 2, se declara que “la STC 177/2015 
recuerda que en este contexto de análisis la labor que debe desarrollar el 
órgano judicial penal consiste en valorar, como cuestión previa a la apli-
cación del tipo penal y atendiendo siempre a las circunstancias concu-
rrentes en el caso concreto, si la conducta que enjuicia constituye un 
ejercicio lícito del derecho fundamental a la libertad de expresión y, en 
consecuencia, se justifica por el valor predominante de la libertad de 
expresión, lo que determina que ‘la ausencia de ese examen previo al que 
está obligado el juez penal o su realización sin incluir en él la conexión 
de los comportamientos enjuiciados con el contenido de los derechos 
fundamentales y de las libertades públicas no es constitucionalmente 
admisible’ y ‘constituye en sí misma una vulneración de los derechos 
fundamentales no tomados en consideración’ [FJ 2 d)]”. A esos efectos, 
la jurisprudencia constitucional ha afirmado como justificativo de esa 
posición no solo que “es obvio que los hechos probados no pueden ser a 
un mismo tiempo valorados como actos de ejercicio de un derecho fun-
damental y como conductas constitutivas de un delito” (SSTC 89/2010, 
de 15 de noviembre, FJ 3, y 177/2015, de 22 de julio, FJ 2); sino también 
que el juez al aplicar la norma penal, como el legislador al definirla, no 
pueden “reaccionar desproporcionadamente frente al acto de expresión, 
ni siquiera en el caso de que no constituya legítimo ejercicio del derecho 
fundamental en cuestión y aun cuando esté previsto legítimamente como 
delito en el precepto penal” (STC 110/2000, de 5 de mayo, FJ 5)».

Esta doctrina, que es unánime desde el comienzo de la actividad 
del Tribunal Constitucional, deja sentado con claridad: (i) que la falta 
del examen preliminar de la eventual concurrencia en el caso concreto 
del ejercicio legítimo de derechos o libertades constitucionalmente 
amparables ha de ser considerada de por sí lesiva del derecho funda-
mental y dar lugar a la estimación del recurso de amparo y a la anula-
ción de la resolución judicial impugnada; (ii) que han de quedar 
equiparadas las consecuencias de esa omisión a los supuestos en que 
la ponderación resultara manifiestamente carente de fundamento; y 
(iii) que ese examen preliminar también corresponde hacerlo al juez 
penal en el caso de sanciones penales como cuestión previa a la apli-
cación del tipo penal (así, SSTC  104/1986, de  17 de julio, 
FJ 7; 42/1995, de 18 de marzo, FJ 2; 19/1996, de 18 de marzo, 
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FJ  1;  2/2001, de  15 de enero, FJ  2;  115/2004, de  12 de julio, 
FJ 2; 127/2004, de 19 de julio, FJ 2; 278/2005, de 7 de noviembre, 
FJ 3; 299/2006, de 23 de octubre, FJ 3; 108/2008, de 22 de septiem-
bre, FJ 3; 89/2010, de 15 de noviembre, FJ 3; 41/2011, de 11 de abril, 
FJ 4; 177/2015, de 22 de julio, FJ 2, y 112/2016, de 20 de junio, FJ 2).

Por tanto, la labor de control de constitucionalidad que bajo la invo-
cación del derecho a la libertad de expresión [art. 20.1 a) CE] debe desa-
rrollarse en este tipo de supuestos debe quedar limitada, antes de entrar 
en aspectos de legalidad penal ordinaria referidos a la concreta aplica-
ción del tipo penal –que, en su caso, serán objeto de control bajo la invo-
cación del derecho a la legalidad penal (art. 25.1 CE)–, a verificar si las 
resoluciones judiciales impugnadas, al imponer la sanción penal, han 
valorado como cuestión previa si la conducta que se enjuicia constituye 
un ejercicio lícito del derecho fundamental a la libertad de expresión y, 
en ese marco de valoración, han ponderado las diversas circunstancias 
concurrentes en el caso, pues así lo impone el principio de supremacía de 
la Constitución y de respeto a los derechos fundamentales».

Por ello, en estos supuestos, «el enjuiciamiento por parte de este 
tribunal no debe limitarse a examinar la razonabilidad de la motivación 
de la resolución judicial, ya que no se trata aquí de comprobar si dicha 
resolución ha infringido o no el artículo 24.1 CE, sino de resolver un 
eventual conflicto entre los derechos afectados, determinando si, efecti-
vamente, aquellos se han vulnerado atendiendo al contenido que consti-
tucionalmente corresponda a cada uno de ellos, aunque para este fin sea 
preciso utilizar criterios distintos de los aplicados por los órganos judi-
ciales, ya que sus razones no vinculan a este tribunal ni reducen su juris-
dicción a la simple revisión de la motivación de las resoluciones 
judiciales» (por todas, STC 158/2009, de 25 de junio, FJ 2).

(…/…)

La reciente STC 1/2025, de 13 de enero, consolida y concreta la 
línea jurisprudencial de este tribunal respecto de la libertad de crea-
ción artística al señalar que «[e]l artículo 20.1 CE reconoce y protege 
varios derechos fundamentales que tienen como objeto común la libre 
elaboración y circulación de discursos y de obras de creación, cuyo 
ámbito de protección no es coincidente, como tampoco lo son los cri-
terios aplicables para enjuiciar la legitimidad de su ejercicio cuando 
colisiona con los derechos fundamentales de otras personas. De lo que 
se sigue la relevancia de la concreta identificación de cuál o cuáles 
son, en cada caso, los derechos que ofrecen cobertura a la actividad de 
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creación y difusión de un discurso, un mensaje o una obra», proce-
diendo esta sentencia al deslinde de los derechos a la libertad de pro-
ducción literaria y de creación artística concernidos en ese caso (FJ 3).

Así, de nuestra doctrina relativa al artículo 20.1 b) CE se desprende 
(i) que «la constitucionalización expresa del derecho a la producción y 
creación literaria le otorgan un contenido autónomo que, sin excluirlo, 
va más allá de la libertad de expresión» (STC 51/2008, FJ 5, y 1/2025, 
FJ 3) y (ii) que es posible una imbricación entre los dos derechos 
del 20.1 CE pues el amparo «se centra básicamente en el ejercicio del 
derecho a la libertad de información garantizado en el artículo 20.1 d) 
CE, si bien a la hora de valorar las posibles limitaciones del derecho 
derivadas de su necesaria articulación con otros valores constituciona-
les deberán ser tenidas en cuenta las especialidades derivadas del 
aspecto creativo de la obra audiovisual» (STC 34/2010, FJ 3).

(…/…)

Como afirmamos en la STC 35/2020, «desde la perspectiva de la 
exigencia constitucional de ponderar previamente la eventual concu-
rrencia de una conducta susceptible de ser integrada en el ámbito del 
derecho fundamental a la libertad de expresión, aquella intención, 
[…] lejos de constituir una falacia, resulta ser uno de los aspectos 
indispensables en el análisis, pues su preterición en tales circunstan-
cias hace definitivamente imposible ponderar si el acto comunicativo 
debe entenderse como realizado en el ejercicio legítimo de aquel dere-
cho» [FJ 5 b)]. De la misma manera, el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos ha afirmado que cuando se trata de injerencias en el ejerci-
cio de la libertad de expresión «la naturaleza precisa del acto, la inten-
ción detrás de él y el mensaje que se busca transmitir no pueden ser 
cuestiones indiferentes» (STEDH de 6 de abril de 2021, asunto Han-
dzhiyski c. Bulgaria, § 55).

(…/…)

El juicio sobre la afectación al ejercicio de la libertad de expresión 
que, como exige la doctrina constitucional, debe realizarse con carác-
ter previo a la aplicación del tipo penal.»

(STC Pleno 117/2025, de 13 de mayo de 2025. Recurso de 
amparo 456-2021. Ponente: D.ª Laura Díez Bueso. BOE 18 de junio 
de 2025).
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ARTÍCULO 24.1

Derecho a la tutela judicial efectiva. Cosa juzgada. Intangibilidad de 
las resoluciones judiciales firmes.

«Este Tribunal Constitucional, en una consolidada doctrina, ha rei-
terado que una de las proyecciones del derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva reconocida en el artículo 24.1 CE es el derecho a que 
las resoluciones judiciales alcancen la eficacia otorgada por el ordena-
miento, lo que implica, entre otras cosas, el respeto a su firmeza y a la 
intangibilidad de las situaciones jurídicas en ellas declaradas. Tal dere-
cho a la intangibilidad o invariabilidad de las resoluciones judiciales 
firmes responde a los principios de seguridad jurídica, legalidad proce-
sal y eficacia del derecho fundamental a la ejecución de tales resolucio-
nes, cuyo cumplimiento comporta una de las garantías esenciales para 
el funcionamiento y desarrollo del Estado de Derecho (arts. 9.3, 24.1 
y 117.3 CE) (entre otras, SSTC 198/1994, de 4 de julio, FJ 3; 197/2000, 
de 24 de julio, FJ 4, y 107/2024, de 9 de septiembre, FJ 3).

El principio de intangibilidad asegura a las partes procesales que las 
resoluciones judiciales solo puedan ser modificadas dentro de los cau-
ces legales previstos y proscribe que los juzgados y tribunales puedan 
variar o revisar las resoluciones judiciales definitivas y firmes al margen 
de los casos taxativamente previstos por la ley; incluso en la hipótesis de 
que, con posterioridad, entendiesen que la decisión judicial no se ajusta 
a la legalidad. Si se permitiese reabrir lo ya resuelto por una decisión 
firme fuera de los supuestos legalmente permitidos, el derecho a la 
tutela judicial efectiva, aparte de vulnerado, resultaría carente de efecti-
vidad (entre otras, SSTC 119/1988, de 20 de junio, FJ 2; 3/2024, de 15 
de enero, FJ 3, y 107/2024, de 9 de septiembre, FJ 3).

La intangibilidad de lo decidido en una resolución judicial firme no 
afecta solo al contenido del fallo, sino que también se proyecta sobre 
aquellos pronunciamientos que constituyen ratio decidendi de la reso-
lución, aunque no se trasladen al fallo (STC 15/2006, de 16 de enero, 
FJ 6) o sobre los que, aun no constituyendo el objeto mismo del pro-
ceso, resultan determinantes para la decisión adoptada (SSTC 62/2010, 
de 18 de octubre, FJ 5, y 39/2012, de 29 de marzo, FJ 5).

B)  Efecto prejudicial o positivo de la cosa jurídica material 
cuando se trata de resoluciones judiciales firmes dictadas por órganos 
judiciales de distinto orden jurisdiccional.

Este tribunal ha señalado en reiteradas ocasiones, que unos mis-
mos hechos no pueden existir para unos órganos judiciales y dejar de 
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existir para otros de distinto orden jurisdiccional. Si bien, ello no 
implica que los órganos de un orden jurisdiccional hayan de aceptar 
de manera automática los hechos declarados probados por otros, sino 
que el apartamiento en la apreciación de unos mismos hechos debe de 
ser siempre motivado y justificado, cuando el asunto en conflicto deba 
ser examinado desde otra perspectiva jurídica.

a)  En este sentido, en la STC 16/2008, de 31 de enero, FJ 2, afir-
mamos:

«[L]a existencia de pronunciamientos contradictorios en las resolu-
ciones judiciales de los que resulte que unos mismos hechos ocurrieron o 
no ocurrieron es incompatible con el principio de seguridad jurídica que, 
como una exigencia objetiva del Ordenamiento, se impone al funciona-
miento de todos los órganos del Estado en el artículo 9.3 CE –en cuanto 
dicho principio integra también la expectativa legítima de quienes son 
justiciables a obtener para una misma cuestión una respuesta inequívoca 
de los órganos encargados de impartir justicia–, y vulneraría, asimismo, 
el derecho a una tutela judicial efectiva que reconoce el artículo 24.1 CE 
pues no resultan compatibles la efectividad de dicha tutela y la firmeza 
de los pronunciamientos judiciales contradictorios (SSTC 77/1983, de 3 
de octubre, FJ 4; 62/1984, de 21 de mayo, FJ 5; 158/1985, de 26 de 
noviembre, FJ 4; 35/1990, de 1 de marzo, FJ 3; 30/1996, de 26 de febrero, 
FJ 5; 50/1996, de 26 de marzo, FJ 3; 190/1999, de 25 de octubre, FJ 4). 
Y ello porque, en la realidad jurídica, esto es, en la realidad histórica 
relevante para el Derecho, no puede admitirse que algo es y no es, que 
unos mismos hechos ocurrieron y no ocurrieron (STC 24/1984, de 23 de 
febrero, FJ 3), cuando la contradicción no deriva de haberse abordado 
unos mismos hechos desde perspectivas jurídicas diversas 
(SSTC 30/1996, de 26 de febrero, FJ 5; 50/1996, de 26 de marzo, FJ 3), 
y es claro que unos hechos idénticos no pueden existir y dejar de existir 
para los órganos del Estado, pues a ello se oponen principios elementales 
de lógica jurídica y extrajurídica (SSTC 77/1983, de 3 de octubre, 
FJ 4; 24/1984, de 23 de febrero, FJ 3; 158/1985, de 26 de noviembre, 
FJ 4; 151/2001, de 2 de julio, FJ 4, entre otras muchas).

No obstante, también se ha sostenido que esta doctrina no conlleva 
que en todo caso los órganos judiciales deban aceptar siempre de forma 
mecánica los hechos declarados por otra jurisdicción, sino que una dis-
tinta apreciación de los hechos debe ser motivada y por ello cuando un 
órgano judicial vaya a dictar una resolución que pueda ser contradicto-
ria con lo declarado por otra resolución judicial debe exponer las razo-
nes por las cuales, a pesar de las apariencias, tal contradicción no existe 
a su juicio (STC 158/1985, de 26 de noviembre, FJ 6). Como ha seña-
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lado la STC 151/2001, de 2 de julio, FJ 4, “aunque es verdad que unas 
mismas pruebas pueden conducir a considerar como probados o no 
probados los mismos hechos por los tribunales de justicia, también lo 
es que, afirmada la existencia de los hechos por los propios tribunales 
de justicia no es posible separarse de ellos sin acreditar razones ni fun-
damentos que justifiquen tal apartamiento”. De ahí que, de acuerdo 
con la doctrina de este tribunal, unos mismos hechos, cuando la deter-
minación de los mismos exija una previa calificación jurídica, puedan 
ser apreciados de forma distinta en diferentes resoluciones judiciales 
sin incurrir por ello en ninguna vulneración constitucional si el órgano 
judicial que se aparta de la apreciación de los hechos efectuada ante-
riormente en otra resolución judicial expone de modo razonado los 
motivos por los que se aparta de aquella primera calificación».

b)  La posibilidad de apartarse de los hechos probados por los 
tribunales de otro orden jurisdiccional responde a las propias singula-
ridades de cada orden jurisdiccional. En este sentido, este tribunal, en 
la STC 172/2016, de 17 de octubre, FJ 9, ya ha dicho:

«[S]i bien la jurisdicción constitucional ha establecido que tiene 
un fundamento constitucional en el artículo 24.1 CE que órganos 
jurisdiccionales diversos deban ajustarse a lo juzgado en un proceso 
anterior cuando hayan de decidir sobre una relación o situación res-
pecto de la cual exista una estrecha conexión; no obstante, por las 
peculiaridad propias de cada orden jurisdicción resulta posible admitir 
eventuales contradicciones en aquellos casos en que el análisis jurí-
dico se aborde desde perspectivas jurídicas diversas y siempre que, 
además, exista una motivación suficiente que exteriorice el funda-
mento de la decisión adoptada o que motive las razones del aparta-
miento de lo establecido en otro orden jurisdiccional».

c)  Esta doctrina constitucional tiene también reflejo en las rela-
ciones entre los órganos penales y contencioso-administrativos, 
habida cuenta la especial conexión entre ambos órdenes jurisdicciona-
les. Al respecto, este tribunal, en su STC 2/2023, de 6 de febrero, FJ 4, 
con cita de otras anteriores, ha recordado:

«“[E]n los procedimientos de carácter sancionador, los hechos 
declarados probados por resoluciones judiciales penales firmes vincu-
larán a las administraciones públicas respecto de los procedimientos 
sancionadores que substancien”. La razón es clara: “unos mismos 
hechos no pueden existir y dejar de existir para los órganos del 
Estado”, sin perjuicio de que “cuando el ordenamiento permite una 
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dualidad de procedimientos, y en cada uno de ellos ha de producirse 
un enjuiciamiento y una calificación de unos mismos hechos, el enjui-
ciamiento y la calificación que en el plano jurídico puedan producirse, 
se hagan con independencia, si resultan de la aplicación de normativas 
diferentes” (STC 77/1983, FJ 4)».

(STC 31/2025, de 10 de febrero de 2025. Recurso de amparo 5242-
2023. Ponente: D. Ricardo Enríquez Sancho. BOE 21 de marzo de 2025).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Derecho a un proceso con todas 
las garantías y a la presunción de inocencia: revocación de la senten-
cia absolutoria basada en una discrepancia en la valoración de la 
prueba que supone una extralimitación de las facultades del tribunal 
de apelación.

«a)  Es doctrina reiterada de este tribunal que el derecho a la 
tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) no se agota en el derecho a acce-
der al proceso y a solicitar a los órganos judiciales la tutela de los 
derechos e intereses legítimos; sino que comprende, además, el dere-
cho a obtener una resolución que, salvo que concurra causa legal que 
prevea la inadmisión, resolverá el fondo del asunto mediante el dic-
tado de una resolución congruente con los pedimentos de las partes, 
motivada y fundada en Derecho, no incursa en arbitrariedad, irrazona-
bilidad o error patente (STC 48/2024, de 8 de abril, FJ 3, y cuantas se 
citan en ella). El recurso de amparo no es cauce idóneo para corregir 
posibles errores en la selección, interpretación y aplicación del orde-
namiento jurídico al caso, so pena de desvirtuar su naturaleza 
(STC 226/2000, de 2 de octubre, FJ 3); pero el derecho a la tutela judi-
cial efectiva sí conlleva la garantía de que la decisión que se adopte 
esté fundada en una interpretación y aplicación del ordenamiento jurí-
dico que no resulte arbitraria, pues tanto si la aplicación de la legalidad 
es fruto de un error patente, como si fuera arbitraria, manifiestamente 
irrazonada o irrazonable no podría considerarse fundada en Derecho, 
y la aplicación de la legalidad sería tan solo una mera apariencia.

b)  También hemos venido declarando desde la STC 167/2002, 
de 18 de septiembre, que «vulnera el derecho a un proceso con todas 
las garantías (art. 24.2 CE) que un órgano judicial, conociendo en 
vía de recurso, condene a quien había sido absuelto en la instancia o 
empeore su situación a partir de una nueva valoración de pruebas 
personales o de una reconsideración de los hechos estimados proba-
dos para establecer su culpabilidad, siempre que no haya celebrado 
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una audiencia pública en que se desarrolle la necesaria actividad 
probatoria, con las garantías de publicidad, inmediación y contradic-
ción que le son propias, y se dé al acusado la posibilidad de defen-
derse exponiendo su testimonio personal» (STC 88/2013, de 11 de 
abril, por todas).

La Ley 41/2015, de 5 de octubre, incorporó esta doctrina constitu-
cional a la Ley de enjuiciamiento criminal al modificar su artículo 792, 
que en su apartado 2.

(…/…)

Tras esta reforma el Tribunal ha mantenido y precisado su doctrina 
en los términos que se recogen en la STC 72/2024, de 7 de mayo, y se 
reiteran en las SSTC 77/2024, de 20 de mayo, y 108/2024, de 9 de 
septiembre, que, en lo que resulta de aplicación al presente caso, 
puede sintetizarse del siguiente modo:

(i)  El modelo limitado de revisión en segundo grado de senten-
cias absolutorias autoriza que la misma se sustente en un error en la 
valoración de la prueba, permitiendo a las partes acusadoras denun-
ciar la manifiesta irrazonabilidad de las conclusiones probatorias que 
han llevado a dicho pronunciamiento, en tanto que vulneración de una 
de las garantías constitucionales integrantes de su derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE). Ahora bien, lo que no resulta posible, 
conforme a una interpretación constitucionalmente asumible de este 
motivo de recurso, es que a su amparo se vuelvan a valorar las pruebas 
practicadas en el juicio oral de instancia para, a partir de ellas, extraer 
una conclusión probatoria alternativa que confronte y pretenda susti-
tuir la alcanzada en la instancia.

(ii)  La revisión que es posible en segundo grado no se refiere a 
las pruebas en sí mismas sino a la sentencia recurrida y a la fundamen-
tación de su valoración. De este modo, el vicio de justificación que 
posibilita la anulación de la sentencia absolutoria debe emerger del 
texto de la decisión, confrontado con el desarrollo del juicio y la 
prueba documental que a él ha accedido, que siempre puede ser 
tomada en consideración a estos efectos (STC 120/2009, de 18 de 
mayo, FJ 4). Todo ello sin perjuicio de que las omisiones valorativas 
probatoriamente relevantes denunciadas por la acusación sean verifi-
cadas por el órgano revisor, en todo caso, sin prejuzgar el resultado de 
un nuevo enjuiciamiento.

(iii)  El control que es posible en apelación para controvertir el 
juicio fáctico de una sentencia absolutoria no consiente el acceso a las 
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fuentes de prueba para reevaluarlas dado que en nuestro modelo de 
revisión sería contrario a las garantías del juicio justo, que no permi-
ten en el contexto impugnatorio de las acusaciones una valoración 
alternativa de las inferencias fácticas ni una reconstrucción del hecho 
probado. De este modo, el tribunal de apelación incurrirá en una extra-
limitación de sus facultades de revisión en el caso de que pretenda 
imponer su valoración de la prueba sobre la realizada por el juzgador 
de instancia, en vez de limitar su control a realizar un juicio externo 
sobre la coherencia, suficiencia y razonabilidad de la decisión absolu-
toria recurrida, para constatar si esa decisión incurre en arbitrariedad, 
manifiesta irrazonabilidad, o error fáctico patente.

c)  Este tribunal ha reiterado finalmente que el derecho a la pre-
sunción de inocencia (art. 24.2 CE) se configura como el derecho a no 
ser condenado sin prueba de cargo válida, lo que determina que quepa 
considerar vulnerado este derecho cuando los órganos judiciales 
hayan sustentado la condena valorando una actividad probatoria lesiva 
de otros derechos fundamentales o carente de garantías, o cuando no 
se motive el resultado de dicha valoración, o cuando por ilógico o 
insuficiente no sea razonable el iter discursivo que conduce de la 
prueba al hecho probado (por todas, STC 16/2012, de 13 de febrero, 
FJ 3). También se ha puesto de manifiesto que el control que le corres-
ponde realizar a este tribunal sobre la eventual vulneración de este 
derecho se extiende a verificar si se ha dejado de someter a valoración 
la versión o la prueba de descargo aportada por el acusado, exigién-
dose que se ponderen los distintos elementos probatorios, de modo 
que, aunque no sea necesario que esa ponderación se realice de modo 
pormenorizado ni que la ponderación se lleve a cabo del modo preten-
dido por el recurrente, sí es preciso que se ofrezca una explicación 
para su rechazo (STC 104/2011, de 20 de junio, FJ 2, reiterado en la 
STC 88/2013, de 11 de abril, FJ 12).

La vulneración consecutiva de los derechos a un proceso con todas 
las garantías y a la presunción de inocencia determinará la anulación 
de la sentencia condenatoria sin retroacción de actuaciones 
(SSTC 88/2013, de 11 de abril, FJ 12, y 59/2018, de 4 de junio, FJ 5). 
En términos de la más reciente STC 72/2024, de 7 de mayo, FJ 7, «[l]
as sentencias que vulneran la presunción de inocencia, en cualquiera 
de sus contenidos, expresan un juicio contrario al artículo 24.2 CE 
que, por ello, deviene insubsanablemente nulo. No expresan un mero 
quebrantamiento de forma que haya de subsanarse, sino que integran 
un vicio in iudicando, una infracción de ley que va más allá de una 
defectuosa o insuficiente motivación».
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(STC 85/2025, de 7 de abril de 2025. Recurso de amparo 6729-
2021. Ponente: D.ª Inmaculada Montalbán Huertas. BOE 15 de mayo 
de 2025).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Ejercicio de la acción penal. 
Investigación suficiente y eficaz en casos de denuncias de torturas, 
tratos inhumanos, violencia de género y delitos contra la vida.

«Este tribunal ha declarado reiteradamente que el derecho a la 
tutela judicial efectiva, en su vertiente del derecho de acceso a la juris-
dicción mediante el ejercicio de la acción penal, se configura como un 
ius ut procedatur, cuyo examen constitucional opera desde la perspec-
tiva del artículo 24.1 CE, siéndole asimismo aplicables las garantías 
del artículo 24.2 CE (SSTC 31/1996, de 27 de febrero, FJ 10; 199/1996, 
de 3 de diciembre, FJ 5; 41/1997, de 10 de marzo, FJ 5, o 218/1997, 
de 4 de diciembre, FJ 2).

Como se recoge en la STC 87/2020, de 20 de julio, FJ 3 A), sus 
notas características son:

«a)  El ejercicio de la acción penal no otorga a sus titulares un 
derecho incondicionado a la apertura y plena sustanciación del proceso 
penal; tampoco impone a los órganos judiciales la obligación de realizar 
una investigación más allá de lo necesario, alargando indebidamente la 
instrucción o el proceso (SSTC 176/2006, de 5 de junio, FFJJ 2 
y 4; 34/2008, de 25 de febrero, FJ 2, o 26/2018, de 25 de febrero, FJ 2).

b)  El querellante o denunciante ostenta, como titular del ius ut 
procedatur, el derecho a poner en marcha un proceso penal, a que el 
mismo se sustancie de conformidad con las reglas del proceso justo y a 
obtener en él una respuesta razonable y fundada en derecho 
(SSTC 120/2000, de 10 de mayo, FJ 4, o 12/2006, de 16 de enero, 
FJ 2), pero no incluye el derecho material a obtener una condena y a la 
imposición de una pena, pues el ius puniendi es de naturaleza exclusi-
vamente pública y su titularidad corresponde al Estado [SSTC 157/1990, 
de 18 de octubre (Pleno); 232/1998, de 1 de diciembre, FJ 2; 34/2008, 
de 25 de febrero, FJ 3, y 26/2018, de 5 de marzo, FJ 3, entre otras].

c)  La tutela judicial efectiva del denunciante o querellante es 
satisfecha por la resolución judicial que acuerde la terminación antici-
pada del proceso penal, sin apertura de la fase de plenario, cuando 
aquella se asiente sobre una razonada y razonable concurrencia de los 
motivos legalmente previstos para acordar el sobreseimiento, libre o 
provisional (arts. 637 y 641 LECrim y, dado el caso, art. 779.1.1 
LECrim). Por el contrario, habrá vulneración de este derecho si la 
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decisión judicial de no proseguir con la indagación penal afecta, en 
cualquiera de esos momentos procesales, a diligencias oportunamente 
solicitadas por el recurrente, parte en el proceso judicial, que incidan 
en su derecho a la utilización de medios de prueba; o también cuando, 
realizadas estas de modo bastante, se vea afectada la determinación de 
lo sucedido a partir de las mismas o bien la calificación jurídica de los 
hechos que se constatan (STC 26/2018, de 5 de marzo, FJ 3).

d)  La efectividad del derecho a la tutela judicial coincidirá en 
estos casos con la suficiencia de la indagación judicial. Dependerá, 
pues, no solo de que la decisión de sobreseimiento esté motivada y 
jurídicamente fundada, sino también de que la investigación de lo 
denunciado haya sido suficiente y efectiva, ya que la tutela que se 
solicita consiste inicialmente en que se indague sobre lo acaecido.

e)  La suficiencia y efectividad de la investigación solo pueden 
evaluarse valorando las concretas circunstancias de la denuncia y de lo 
denunciado, así como la gravedad de lo denunciado y su previa opaci-
dad (SSTC 34/2008, FJ 4, y 26/2018, FJ 3), de tal manera que habrá 
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva cuando no se abra o 
se clausure la instrucción existiendo sospechas razonables de la posible 
comisión de un delito y revelándose tales sospechas como susceptibles 
de ser despejadas mediante la investigación. Esta exigencia no com-
porta la apertura de la instrucción en todo caso, del mismo modo que 
no impide su clausura temprana. Tampoco existe un derecho a la prác-
tica ilimitada de la prueba, de manera tal que imponga la realización de 
cuantas diligencias de investigación se perciban como posibles o ima-
ginables, propuestas por las partes o practicadas de oficio, particular-
mente si resulta evidente que el despliegue de mayores diligencias 
deviene innecesario. Semejante obligación conduciría a instrucciones 
inútiles en perjuicio del interés general en una gestión racional y eficaz 
de los recursos de la administración de justicia (SSTC 34/2008, de 25 
de febrero, FJ 6; 63/2010, de 18 de octubre, FJ 2; 131/2012, de 18 de 
junio, FJ 2, y 153/2013, de 9 de septiembre).»

Asimismo, este tribunal ha declarado reiteradamente que «las exi-
gencias del derecho a la tutela judicial efectiva serán distintas y más 
estrictas, “reforzadas” (SSTC  63/2005, de  14 de marzo, FJ  3, 
y 224/2007, de 22 de octubre, FJ 3), cuando, a pesar de que la decisión 
judicial no se refiera directamente a la preservación o a los límites de 
un derecho fundamental, uno de estos derechos, distinto al de la pro-
pia tutela judicial, esté implicado (STC 11/2004, de 9 de febrero, 
FJ 2), vinculado (STC 180/2005, de 4 de julio, FJ 7), conectado 
(SSTC 11/2004, de 9 de febrero, FJ 2, y 71/004, de 19 de abril, FJ 4), 
en juego (STC  115/2003, de  16 de junio, FJ  3), o afectado 
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(SSTC 186/2003, de 27 de octubre, FJ 5, y 192/2003, de 27 de octu-
bre, FJ 3) por tal decisión».

Según indicamos en la STC 87/2020, FJ 3 C) a), con remisión a la 
STC 106/2011, «[e]stamos en estos casos ante decisiones judiciales 
“especialmente cualificadas en función del derecho material sobre el 
que recaen, sin que a este tribunal, garante último de los derechos fun-
damentales a través del recurso de amparo, pueda resultarle indife-
rente aquella cualificación cuando se impugnan ante él este tipo de 
resoluciones, pues no solo se encuentra en juego el derecho a la tutela 
judicial efectiva, sino que puede producirse un efecto derivado o 
reflejo sobre la reparación del derecho fundamental cuya invocación 
sostenía la pretensión ante el órgano judicial, con independencia de 
que la declaración de la lesión sea solo una de las hipótesis posibles” 
(SSTC 196/2005, de 18 de julio, FJ 3; 74/2007, de 16 de abril, FJ 3, 
y 34/2008, de 25 de febrero, FJ 3)».

Por ello, de nuevo con cita de la STC 87/2020, FJ 3 C) a), en tales 
supuestos el artículo 24.1 CE exige, además de una resolución moti-
vada y fundada en Derecho, una resolución coherente con el derecho 
fundamental que está en juego (STC 63/2005, de 17 de marzo, FJ 3). 
Sobre todo es necesario que la resolución judicial sea «conforme» con 
el mismo (STC 24/2005, de 14 de febrero, FJ 3), «compatible» con él 
(STC 196/2005, de 18 de julio, FJ 4), esto es, que exprese o trasluzca 
«una argumentación axiológica que sea respetuosa» con su contenido 
(STC 63/2005, de 17 de marzo, FJ 3). De este modo, como subrayaba 
la STC 224/2007, de 22 de octubre, es «perfectamente posible que 
existan resoluciones judiciales que satisfagan las exigencias del meri-
tado artículo 24.1 CE, por recoger las razones de hecho y de Derecho 
que fundamenten la medida acordada, pero que, desde la perspectiva 
del libre ejercicio de los derechos fundamentales, no expresen de 
modo constitucionalmente adecuado las razones justificativas de las 
decisiones adoptadas» (FJ 3). En estos casos, la evaluación de la efec-
tividad y de la suficiencia de la tutela judicial dispensada coincidirá 
con la suficiencia de la indagación judicial y dependerá, no solo de 
que las decisiones impugnadas de cierre de la misma estén motivadas 
y jurídicamente fundadas, sino también de que sean conformes con el 
derecho fundamental que se invoca como lesionado.

(…/…)

Este tribunal ha establecido una consolidada doctrina sobre las 
exigencias constitucionales derivadas de los derechos a la tutela judi-
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cial efectiva (art. 24.1 CE) y a no ser sometido a tortura ni a tratos 
inhumanos o degradantes (art. 15 CE), en relación con las decisiones 
judiciales de sobreseimiento y archivo de instrucciones penales incoa-
das por denuncia de haber sufrido torturas o tratos inhumanos o degra-
dantes bajo custodia policial, en los que se constata que no se llevaron 
a cabo diligencias pertinentes para el esclarecimiento de los hechos, 
en orden a una investigación suficiente y eficaz: SSTC 224/2007, 
de 22 de octubre; 34/2008, de 25 de febrero; 52/2008, de 14 de 
abril; 69/2008, de 23 de junio; 107/2008, de 22 de septiembre; 63/2010, 
de 18 de octubre; 131/2012, de 18 de junio; 12/2013, de 28 de 
enero;  153/2013, de  9 de septiembre;  130/2016, de  18 de 
julio; 144/2016, de 19 de septiembre; 39/2017, de 24 de abril; 166/2021, 
de 4 de octubre, FJ 3; 13/2022, de 7 de febrero; 33/2024, de 11 de 
marzo; 35/2024, de 11 de marzo, y 144/2024, de 2 de diciembre.

Más específicamente, en el contexto de actuaciones de funciona-
rios en el ámbito penitenciario, nos hemos pronunciado en las 
SSTC 40/2010, de 19 de julio; 12/2022, de 7 de febrero, y 105/2024, 
de 9 de septiembre.

La citada STC 144/2024, FJ 4, sintetiza los pronunciamientos 
anteriores de este tribunal en la materia, con lógica referencia a la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos:

«El Tribunal Constitucional ha establecido una consolidada doc-
trina acerca de las exigencias constitucionales del derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE) en relación con el derecho a no ser 
sometido a torturas ni a tratos inhumanos o degradantes (art. 15 CE), 
en los supuestos de sobreseimiento y archivo del procedimiento ins-
tructor incoado por denuncias de haber sufrido torturas o malos tratos 
bajo custodia policial o en el contexto de actuaciones de agentes esta-
tales (entre otras muchas, SSTC 34/2008, de 25 de febrero; 1/2024, 
de 15 de enero, y 33/2024 y 35/2024, de 11 de marzo).

Esta jurisprudencia constitucional, inevitablemente ligada con la 
doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, impone a los 
órganos judiciales una diligencia reforzada en la investigación de 
estos delitos. La exigencia de una investigación suficiente y eficaz 
deriva del artículo 3 CEDH que, en términos prácticamente idénticos 
al artículo 15 CE, dispone que “nadie podrá ser sometido a tortura ni a 
penas o tratos inhumanos o degradantes”, precepto que consagra uno 
de los valores fundamentales de las sociedades democráticas y un 
derecho absoluto e inalienable estrechamente vinculado con el respeto 
de la dignidad humana (SSTEDH de 1 de junio de 2010, asunto 
Gäfgen c. Alemania, § 107, y de 28 de septiembre de 2015, asunto 
Bouyid c. Bélgica, § 81).
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En nuestra doctrina, la exigencia de llevar a cabo una investiga-
ción suficiente y eficaz de esta clase de denuncias “tienen su encuadre 
constitucional más preciso en el derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), pero su relación con el derecho a no ser sometido a 
tortura o tratos inhumanos o degradantes (art. 15 CE) impone que la 
valoración constitucional sobre la suficiencia de la indagación judicial 
dependa no solo de que las decisiones de sobreseimiento y archivo de 
las diligencias penales estén motivadas y jurídicamente fundadas, sino 
además, de que sean acordes con la prohibición absoluta de las con-
ductas denunciadas, según un parámetro de control constitucional 
reforzado. La función del Tribunal Constitucional tiene por objeto la 
protección de los derechos fundamentales afectados, sin perjuicio de 
la calificación jurídico-penal que corresponde realizar a la jurisdic-
ción ordinaria” [SSTC 12/2022, de 7 de febrero, FJ 2 (i), y 33/2024, 
de 11 de marzo, FJ 2 (i)].

Este tribunal ha reiterado que “[e]xiste una especial exigencia de 
desarrollar una exhaustiva investigación en relación con las denuncias 
de este tipo de conductas contrarias al artículo 15 CE, agotando cuan-
tas posibilidades de indagación resulten útiles para aclarar los hechos, 
ya que es necesario acentuar las garantías por concurrir una situación 
especial en la que el ciudadano se encuentra provisionalmente bajo la 
custodia física del Estado. Este mandato, si bien no comporta la reali-
zación de todas las diligencias de investigación posibles, sí impone 
que no se clausure la instrucción judicial penal cuando existan sospe-
chas razonables de que se ha podido cometer el delito de torturas o de 
tratos inhumanos o degradantes denunciado y cuando tales sospechas 
se revelen como susceptibles de ser despejadas a través de la actividad 
investigadora” [SSTC 12/2022, de 7 de febrero, FJ 2 (ii), y 33/2024, 
de 11 de marzo, FJ 2 (iii)].

La suficiencia y efectividad de la instrucción judicial y la necesi-
dad de perseverar en la práctica de nuevas diligencias de investiga-
ción, “deben evaluarse atendiendo a las circunstancias concretas de la 
denuncia y de lo denunciado, y desde la gravedad de lo denunciado y 
su previa opacidad, rasgos ambos que afectan al grado de esfuerzo 
judicial exigido por el artículo 24.1 CE” [SSTC 12/2022, de 7 de 
febrero, FJ 2 (iii), y 33/2024, de 11 de marzo, FJ 2 (ii)]. La exigencia 
de investigación eficaz y suficiente no debe suponer la práctica de 
todas y cada una de las diligencias solicitadas o imaginables, sino 
“que en un contexto aún de incertidumbre acerca de lo acaecido se 
practiquen aquellas que a priori se revelen susceptibles de despejar 
tales dudas fácticas. Si hay sospechas razonables de maltrato y modo 
aún de despejarlas no puede considerarse investigación oficial eficaz 
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la que proceda al archivo de las actuaciones” (STC 34/2008, de 25 de 
febrero, FJ 8).»

b)  Asimismo, hemos declarado la aplicabilidad de esta doctrina 
a los supuestos en que no se ha presentado una denuncia por escrito, 
pero consta una denuncia verbal ante la autoridad judicial de esos pre-
suntos malos tratos o torturas, que no ha dado lugar a la incoación por 
el juez de un proceso para investigar esos hechos (STC 122/2022, 
de 10 de octubre); y a la denuncia de hechos que se afirman han tenido 
lugar en el momento de su detención, y con independencia de cuál 
pueda resultar a la postre la calificación penal de los hechos o incluso 
su atipicidad o mera consideración como infracción disciplinaria 
(STC 34/2022, de 7 de marzo).

c)  También se ha aplicado el canon de investigación suficiente a 
un supuesto de investigación insuficiente de las responsabilidades 
derivadas de la muerte, acaecida en dependencias policiales de quien, 
pocas horas antes, había protagonizado lo que parecía ser un intento 
autolítico (STC 1/2024, de 15 de enero), supuesto en el que el Tribu-
nal consideró que, si bien no se invocaba la vulneración del derecho a 
la vida (art. 15 CE), los graves hechos investigados (presunto suicidio 
de un detenido en dependencias policiales) no dejaban de guardar un 
cierto paralelismo con los supuestos en los que se denuncian torturas 
o malos tratos supuestamente sufridos durante una detención policial.

d)  Finalmente este tribunal, siguiendo la jurisprudencia del Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, se ha pronunciado sobre la exi-
gencia de una investigación judicial eficaz y suficiente en supuestos 
de sobreseimiento y archivo de las actuaciones penales incoadas por 
las lesiones sufridas por un menor, en el curso de enfrentamientos 
entre manifestantes y fuerzas del orden (STC 53/2022, de 4 de abril); 
o en relación con la investigación de las lesiones padecidas por una 
periodista que cubría, en el ejercicio de su labor informativa, los 
enfrentamientos entre manifestantes y fuerzas del orden público 
(STC 124/2022, de 10 de octubre).

B)  Doctrina constitucional sobre la investigación de delitos 
cometidos en el ámbito de la violencia de género o en el de la violen-
cia doméstica.

La exigencia constitucional de realizar una investigación judicial 
exhaustiva y eficaz alcanza también, en un segundo gran ámbito así 
reconocido, a los supuestos de sobreseimiento de diligencias previas 
incoadas por hechos presuntamente delictivos cometidos en contextos 
vinculados a la violencia de género o a la que tiene lugar dentro del 
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ámbito familiar o afectivo sobre víctimas vulnerables, asumiendo con 
ello otro de los ámbitos reconocidos por la jurisprudencia del Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, esta con base en la protección de los 
derechos del artículo 3, en relación con el artículo 8 (vida privada 
familiar) CEDH.

Como exponentes de esa recepción, las SSTC 87/2020, de 20 de 
julio, y 131/2023, de 23 de octubre, en las que hemos otorgado el 
amparo por la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE), al no haber cumplido las resoluciones impugnadas con 
aquel estándar de exhaustividad y eficacia en la investigación del delito.

Hemos apreciado en estos casos, que no es la previa existencia de 
una relación institucional de especial sujeción con el aparato policial 
o represivo del Estado la que fundamenta la aplicación del canon 
reforzado de la investigación judicial eficaz y suficiente, sino el marco 
de privacidad o clandestinidad en el que aparecen contextualizados 
los hechos objeto de la denuncia o bien sus propias características fác-
ticas, que determinan que se carezca de evidencias físicas que apoyen 
la versión del suceso que puedan proporcionar quienes aparecen en el 
proceso como denunciante o como denunciado; teniendo en cuenta, 
en su caso, el principio de protección del interés superior del menor. 
Como se explica en la primera de las citadas, FJ 3 B):

«En la STEDH de 9 de junio de 2009, caso Opuz c. Turquía, el 
tribunal identificó por primera vez el maltrato y la violencia intrafami-
liar con la violación de los derechos reconocidos en el artículo 3 
CEDH. Reflexionó, también, sobre la variedad de formas que admite 
la violencia doméstica (física, psicológica y verbal), reconociéndola 
como “un problema generalizado que afecta a todos los Estados 
miembros y que no siempre emerge, ya que a menudo ocurre en las 
relaciones personales o en círculos cerrados. Y no afecta únicamente a 
las mujeres. Los hombres pueden ser también víctimas de violencia 
doméstica, así como los niños, que con frecuencia son víctimas direc-
tas o indirectas” (STEDH de 9 de junio de 2009, asunto Opuz c. Tur-
quía, § 132).

Por esta razón, su erradicación desencadena obligaciones positivas 
para los estados, que deben tomar las medidas necesarias para proveer 
una protección efectiva de quienes sufran violencia basada en su 
género, incluyendo sanciones penales, remedios civiles y provisiones 
compensatorias para su protección frente a todo tipo de violencia (§ 
74), con inclusión del daño o sufrimiento físico, mental o sexual, las 
amenazas de dichos actos, las coacciones y cualesquiera otras formas 
de privación de su libertad (§ 75).
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[…]

Más recientemente, con ocasión del asunto Talpis c. Italia (STEDH 
de 2 de marzo de 2017), el Tribunal de Estrasburgo ha reiterado el 
deber de diligencia en el tratamiento de las denuncias por violencia 
doméstica. Recuerda, en este sentido, que los niños y demás personas 
vulnerables en el ámbito familiar tienen derecho a una prevención efi-
caz, preservándolos frente a formas particularmente graves de ofensa 
a la integridad de su persona. Ello implica el deber de establecer un 
sistema judicial eficaz e independiente que permita determinar las 
causas de delito cometido, así como de sus responsables (STEDH 
de 2 de marzo de 2017, asunto Talpis c. Italia, § 98 y 99, por remisión 
a la STEDH de 9 de junio de 2009, asunto Opuz c. Turquía, § 159).

El tribunal, asimismo, ha insistido en que, en estos casos, el deber 
de diligencia exigible a las autoridades estatales resulta inherente a la 
obligación de investigar e implica, también, rapidez de respuesta o 
reacción a la hora de recabar y custodiar los vestigios de delito de 
forma inmediata o, al menos, tan pronto como sea posible, así como 
de practicar cuantas diligencias de prueba resulten pertinentes en un 
plazo razonable, evitando en esta tarea toda discriminación o des-
igualdad entre las partes (STEDH de 12 de abril de 2016, asunto M. C. 
y A. C. c. Rumanía, § 71-73 y 110-113).

[…]

Así, en el tratamiento de las denuncias de violencia contra la 
mujer, corresponde a los órganos judiciales nacionales tener en cuenta 
la situación de precariedad y de particular vulnerabilidad moral, física 
y/o material en que pueda encontrarse la víctima, evaluando su situa-
ción en el más breve plazo posible; de este modo, incluso la forma en 
la que las autoridades internas conduzcan el procedimiento penal 
importa, pues deben evitar contribuir a la situación derivada de los 
hechos desde una pasividad judicial contraria a las exigencias del 
artículo 3 CEDH (STEDH de 2 de marzo de 2017, asunto Talpis c. 
Italia, § 129, 130 y 131).»

Y por tanto, se procede a su debida traslación a nuestra doctrina 
constitucional (STC 87/2020, FJ 3. C):

«Como no podría ser de otro modo, este tribunal, en concurrente 
diálogo con la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos, debe tomar en consideración el canon reforzado del deber 
de actuación diligente y sin dilaciones que debe exigirse a las autori-
dades de los Estados miembros encargadas de la persecución penal 
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cuando aprecien la existencia de sospechas fundadas de delito come-
tido en contextos vinculados a la violencia de género.

[…]

En resumen, la investigación penal requiere en estos casos que la 
intervención judicial colme dos necesidades muy concretas: (i) 
emplear cuantas herramientas de investigación se presenten como 
racionalmente necesarias, suficientes y adecuadas ante toda sospecha 
fundada de delito, y (ii) evitar demoras injustificadas que puedan per-
judicar el curso o el resultado de la investigación, además de la ade-
cuada protección de quien figure como víctima, allí donde dicha 
protección se revele necesaria.»

5.  Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
en relación con la necesidad de una investigación eficaz de las denun-
cias por delitos que atentan contra el derecho a la vida de las personas 
(art. 2 CEDH). Asunción por este Tribunal Constitucional.

a)  El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha declarado que 
la obligación de proteger el derecho a la vida (art. 2 CEDH), en rela-
ción con la obligación de los Estados de asegurar a toda persona bajo 
su jurisdicción los derechos y libertades definidos en el Convenio 
(art. 1 CEDH) requiere una investigación oficial efectiva cuando el 
individuo ha fallecido en circunstancias sospechosas.

En este sentido, la STDH de 23 de marzo de 2010, asunto Iorga c. 
Moldova, § 26, señala que el mero hecho de que las autoridades hayan 
sido informadas de la muerte (en las mencionadas circunstancias sos-
pechosas) produce ipso facto la obligación, de acuerdo con el 
artículo 2 CEDH de realizar una investigación efectiva de las circuns-
tancias en las que ha ocurrido.

En la STEDH de 14 de abril de 2015, asunto Mustafa Tunç y Fecire 
Tunç c. Turquía (gran sala), núm. 24014/05, § 171 y ss, el Tribunal Euro-
peo declaró que al requerir a los Estados para que tomen las medidas 
adecuadas para proteger las vidas de aquellos que están bajo su jurisdic-
ción, el artículo 2 impone a aquellos efectuar una investigación oficial 
efectiva cuando hay razones para creer que una persona ha sufrido heri-
das potencialmente mortales en condiciones sospechosas, aunque el pre-
sunto autor del ataque no sea un agente estatal [SSTEDH de 6 de junio 
de 2003, asunto Menson c. the United Kingdom, núm. 47916/99, 
ECHR 2003-V; de 9 de mayo de 2006, asunto Pereira Henriques c. 
Luxembourg, núm. 60255/00, § 56, y de 23 de octubre de 2012, asunto 
Yotova c. Bulgaria, núm. 43606/04, § 68]. El propio Tribunal indica que 
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para ser «efectiva» la investigación, en el contexto del artículo 2 CEDH, 
la misma debe ser «adecuada» [STEDH de 15 de mayo de 2007, asunto 
Ramsahai y Others v. the Netherlands (gran sala), no. 52391/99, § 324], 
es decir, capaz de conducir al establecimiento de los hechos y, en su 
caso, a la identificación y castigo de los responsables. Y aclara que se 
trata de una obligación de medios, no de resultados: las autoridades 
deben adoptar las medidas razonables disponibles para asegurar las evi-
dencias relativas al suceso en cuestión [SSTEDH de 20 de noviembre 
de 2014, asunto Jaloud v. the Netherlands (gran sala), núm. 47708/08, § 
186, y de 6 de julio de 2005, asunto Nachova and Others c. Bulgaria 
(gran sala), núm. 43577/98 and 43579/98, § 160].

Asimismo, en la STEDH de 11 de octubre de 2022, asunto Garrido 
Herrero c. España, § 69, el Tribunal de Estrasburgo recuerda que «con 
arreglo al aspecto procesal del artículo 2 del Convenio, una investiga-
ción tiene que ser efectiva en el sentido de que sea capaz de conducir 
a la identificación y condena de los responsables. Esta no es una obli-
gación de resultados, sino de medios. Las autoridades deben llevar a 
cabo todas las medidas razonables a su disposición para asegurar las 
pruebas en relación con el incidente, incluyendo, inter alia, el testi-
monio de testigos oculares, pruebas forenses y, en su caso, una autop-
sia que proporcione un registro completo y detallado de los daños y un 
análisis objetivo de los resultados clínicos, incluyendo la causa de la 
muerte. Cualquier fallo en la investigación que socave su capacidad 
para determinar la causa de la muerte o la persona o personas respon-
sables corre el riesgo de incumplir dicha norma (véase Al-Skeini y 
otros c. Reino Unido [GS], núm. 55721/07, § 166, Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos 2011, y la jurisprudencia allí citada)».

El mismo Tribunal Europeo ha señalado, en fin, que la naturaleza 
y el grado de escrutinio necesario para garantizar una investigación 
efectiva depende de las circunstancias del caso, sin que resulte posible 
reducir la variedad de situaciones que pueden ocurrir a una simple 
lista de diligencias de investigación u otros criterios simplificados 
[STEDH de 14 de abril de 2015, asunto Mustafa Tunç y Fecire Tunç c. 
Turquía (gran sala), núm. 24014/05, § 176, con cita a las SSTEDH 
de  8 de julio de  1999, asunto Tanrıkulu c. Turkey (gran sala), 
núm. 23763/94, § 101-110, 1999-IV, y de 18 de mayo de 2000, asunto 
Velikova c. Bulgaria, núm. 41488/98, § 80, 2000–VI]; sin perjuicio de 
destacar la importancia de los informes médicos al analizar las hipóte-
sis de un fallecimiento (STEDH v. de 10 de abril de 2001, asunto Tanli 
c. Turquía, núm. 26129/95, § 152).

b)  Dejando al margen los casos puntuales de investigación de 
muerte de personas acaecidas estando en custodia de agentes policia-
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les (v. gr. SSTC 1/2024, de 15 de enero, FJ 3, y 144/2024, de 2 de 
diciembre, FJ 4), este Tribunal Constitucional no había tenido ocasión 
de pronunciarse hasta ahora, con carácter general, sobre la exigencia 
de una investigación reforzada en los supuestos de muerte de una per-
sona en circunstancias que puedan resultar sospechosas, es decir, no 
atribuidas a una muerte natural, o cuando haya indicios de la posible 
comisión de un delito contra la vida (art. 15 CE), en concreto aten-
diendo a la jurisprudencia del Tribunal de Estrasburgo en la materia.

(…/…)

El mandato de una instrucción suficiente y eficaz no comporta la 
realización de todas las diligencias de investigación posibles, pero sí 
impone que no se clausure la instrucción judicial cuando existan sos-
pechas razonables de que se ha podido cometer un delito contra la 
vida y tales sospechas sean susceptibles de ser despejadas a través de 
la actividad investigadora. No se trata de que se practiquen todas y 
cada una de las diligencias solicitadas o imaginables, sino de que en 
un contexto aún de incertidumbre acerca de lo acaecido se practiquen 
aquellas que a priori se revelen susceptibles de despejar tales dudas 
fácticas. Debe insistirse que la suficiencia de la investigación se deter-
mina considerando tanto los datos que se aportaron inicialmente, 
como los conocidos con posterioridad.»

(STC 126/2025, de 9 de junio de 2025. Recurso de amparo 1269-
2023. Ponente: D. Ricardo Enríquez Sancho. BOE 14 de julio de 2025. 
En el mismo sentido, STC 154/2025, de 6 de octubre de 2025. BOE 10 de 
noviembre de 25).

Derecho a la tutela judicial efectiva. Motivación reforzada cuando se 
revoca la Sentencia absolutoria de primera instancia y se ordena 
repetir el juicio.

«Interesa también tener aquí en cuenta la doctrina constitucional 
en la que hemos reconocido a los órganos de apelación la posibilidad 
de anular las resoluciones judiciales materialmente absolutorias, entre 
otros supuestos, cuando se aprecie una vulneración de las garantías 
procesales de la parte acusadora y se hubiera producido la quiebra de 
una regla esencial del procedimiento, entendida bien como lesión del 
derecho fundamental a un proceso con todas las garantías, bien con 
referencia a la interdicción de la indefensión del artículo 24.1 CE 



 Sección de Jurisprudencia 	 795

ADPCP, VOL. LXXIX, 2026

[entre otras, SSTC 4/2004, de 14 de enero, FJ 4; 23/2008, de 11 de 
febrero, FJ 3, y 9/2024, de 17 de enero, FJ 3 A) e) (i)].

a)  La STC 72/2024, de 7 de mayo destaca:

«[E]l fundamento esencial de la jurisprudencia constitucional en 
la materia es que una adecuada ponderación del elenco de garantías 
constitucionales de las que están revestidas las partes acusadas y acu-
sadoras, partiendo de la ya señalada posición asimétrica de ambas, 
determina que la revocación de sentencias absolutorias solo resulta 
constitucionalmente justificada cuando concurran vulneraciones de 
las garantías constitucionales de las acusaciones que impidan conside-
rar que el proceso se ha desarrollado conforme a reglas esenciales 
mínimas del procedimiento debido respecto de ellas. Esas garantías 
constitucionales son las referidas no solo a las que se derivan del dere-
cho a un proceso con todas las garantías (art. 24.2 CE) o de la interdic-
ción de la indefensión (art. 24.1 CE) sino también, en los términos 
expuestos, a las que se derivan de manera más genérica del derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), incluyendo las referidas al 
deber constitucional de motivación, que excluye aquella que puede ser 
calificada como arbitraria, manifiestamente irrazonable o incursa en 
un error patente» [FJ 4 c)].

[…]

«[R]esulta constitucionalmente admisible la anulación de una 
resolución judicial penal materialmente absolutoria en aquellos casos 
en los que se constate la quiebra de una regla esencial del proceso en 
perjuicio de la acusación ya que, en ese escenario, la ausencia de 
garantías no permite hablar de “proceso” en sentido propio, ni puede 
permitir tampoco que la sentencia absolutoria adquiera el carácter de 
inatacable en la medida en que ha sido dictada en el seno de un pro-
ceso penal sustanciado sobre un proceder lesivo de las más elementa-
les garantías procesales de las partes» [FJ 4 d) (ii)].

(…/…)

En la citada sentencia 72/2024, FJ 4 b) (i), hemos recordado que la 
motivación de las sentencias penales resulta siempre exigible ex 
artículo 120.3 CE, esto es, con independencia de su signo, condenato-
rio o absolutorio (con cita de las SSTC 169/2004, de 6 de octubre 
y 246/2004, de 20 de diciembre). Si bien, ello no obsta para apreciar 
un canon de motivación más riguroso en las sentencias condenatorias 
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respecto de los pronunciamientos absolutorios, pues de acuerdo con 
una reiterada doctrina constitucional, cuando están en juego otros 
derechos fundamentales –y, entre ellos, cuando están en juego el dere-
cho a la libertad y el de presunción de inocencia, como sucede en el 
proceso penal– la exigencia de motivación cobra particular intensidad 
y por ello hemos reforzado el parámetro de control utilizable para 
enjuiciar su suficiencia (con cita, entre otras de las SSTC 62/1996, 
de 15 de abril, FJ 2; 147/1999, de 4 de agosto, FJ 3, y 109/2000, de 5 
de mayo, FJ 2).

(…/…)

Resulta exigible un deber de motivación reforzada (art. 24.1 CE) a 
toda sentencia penal de condena, declaramos que dicha garantía debe 
satisfacerse también cuando se trate de sentencias, como la aquí 
impugnada, donde el tribunal superior revoca una previa sentencia 
penal absolutoria, aunque a continuación no condene, sino que acuerde 
la orden de retroacción de actuaciones ante el órgano judicial de ori-
gen. En particular, tendrá en todo caso que satisfacer el tribunal de 
apelación ese derecho de motivación reforzada (art. 24.1 CE), dando 
respuesta a las quejas de vulneración de derechos fundamentales que 
le hayan sido puestas de manifiesto por la parte acusada en los trámites 
procesales previstos en las leyes y reconocidos por este Tribunal Cons-
titucional como idóneos para la denuncia de tales vulneraciones.»

(STC 31/2025, de 10 de febrero de 2025. Recurso de amparo 5242-
2023. Ponente: D. Ricardo Enríquez Sancho. BOE 21 de marzo de 2025).

ARTÍCULO 24.2

Derecho a un proceso con todas las garantías. Conflicto entre los 
derechos a ser parte en el proceso penal como acusación particular y 
el derecho del testigo-pariente a la dispensa de la obligación de 
declarar en el proceso penal.

«En una reiterada doctrina constitucional, que se inicia en la 
STC 108/1983, de 29 de noviembre, FJ 2, este tribunal ha declarado 
que «el artículo 24.1 CE, en cuanto garantiza el derecho a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión, en sus diversos contenidos, com-
prende en favor de los acusadores el derecho a la jurisdicción penal 
que, dentro del sistema plural instaurado en nuestro ordenamiento 
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jurídico, en el que junto a la oficialidad de la acción encomendada al 
Ministerio Fiscal se establecen otras titularidades privadas, es caracte-
rizado como un ius ut procedatur, esto es, un derecho incondicionado 
a la apertura y plena sustanciación del proceso penal en los casos y 
conforme a las previsiones de la propia Ley de enjuiciamiento crimi-
nal» (STC 72/2024, de 7 de mayo, FJ 4). Se trata, en definitiva, del 
«“derecho a poner en marcha un proceso, substanciado de conformi-
dad con las reglas del proceso justo, en el que pueda obtener una res-
puesta razonable y fundada en Derecho” (por todas, STC 120/2000, 
de 10 de mayo, FJ 4), que ha sido configurado por este tribunal como 
una manifestación específica del derecho a la jurisdicción (por todas, 
SSTC 31/1996, de 27 de febrero, FFJJ 10 y 11, y 16/2001, de 29 de 
enero, FJ 4), y que no se agota en un mero impulso del proceso o una 
mera comparecencia en el mismo, sino que de él derivan con naturali-
dad y necesidad los derechos relativos a las reglas esenciales del desa-
rrollo del proceso (SSTC 218/1997, de 4 de diciembre, FJ 2; 138/1999, 
de 22 de julio, FJ 5; 215/1999, de 29 de noviembre, FJ 1, y 16/2001, 
de 29 de enero, FJ 4, entre otras muchas)» (STC 145/2009, de 15 de 
junio, FJ 4).

Tanto los órganos judiciales ordinarios como este tribunal se han 
pronunciado acerca de las consecuencias que se derivan del ejercicio 
de este derecho fundamental a impulsar y a ser parte en el proceso 
penal con el derecho del testigo-pariente a la dispensa de la obligación 
de declarar en el proceso penal (art. 24.2, párrafo segundo, CE). La 
STC 94/2010, de 15 de noviembre, tal como se expone en su funda-
mento jurídico 3, declaró lesiva del ius ut procedatur de la recurrente 
en amparo, la decisión judicial dictada en apelación de tener por no 
realizada su declaración testifical al no haberle informado el juez de lo 
penal de la dispensa de prestar declaración reconocida en el 
artículo 416 LECrim. En dicha sentencia, acogiendo la doctrina ela-
borada por el Tribunal Supremo, se afirma que el fundamento de esta 
dispensa radica en «los vínculos de solidaridad que existen entre los 
que integran un mismo círculo familiar, siendo su finalidad la de 
resolver el conflicto que pueda surgir entre el deber de veracidad del 
testigo y el vínculo de familiaridad y solidaridad que le une al acu-
sado». Debido a que la recurrente había denunciado al acusado, había 
prestado declaración por los hechos denunciados ante la autoridad 
policial y el juzgado de instrucción y había ejercido la acusación par-
ticular, solicitando la imposición de graves penas contra él, este tribu-
nal consideró que la decisión de la Audiencia Provincial de no tener 
por realizada su declaración testifical, al no haberle informado el juez 
de lo penal de la dispensa incurrió en desproporción por su forma-
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lismo, lesionando el derecho de la recurrente a ejercer el ius ut proce-
datur, «pues si su dilema moral le hubiera imposibilitado perjudicar 
con sus acciones a su marido no habría desplegado contra él la conclu-
yente actividad procesal reveladora de una, al menos, implícita renun-
cia a la dispensa que le confería el artículo 416 LECrim».

En coherencia con esta doctrina constitucional, también la juris-
prudencia del Tribunal Supremo ha considerado que el derecho a la 
dispensa del testigo-pariente es incompatible con su personación 
como acusación en el proceso, en particular en los supuestos de vio-
lencia de género en los que «la mujer denuncia precisamente a su 
pareja como autor de graves afrentas físicas o psicológicas mediante 
las cuales ha sido agredida precisamente ella, o a veces sus hijos, por 
la acción de aquél». Por ello, «[n]o tiene sentido conceder una dis-
pensa a declarar, a quien precisamente declara para denunciar a su 
agresor» (STS 389/2020, de 10 de julio, FJ 8).

(…/…)

Es la propia actuación de quien en el ejercicio del derecho funda-
mental al ius ut procedatur comparece como acusación particular en 
un proceso (derecho garantizado en el art. 24.1 CE), la que impide que 
pueda ejercer en ese mismo proceso su renuncia al derecho a no decla-
rar como testigo. Cuando se da esta circunstancia –que es el testigo-
pariente el que promueve la acción penal– se está renunciando, 
mediante un hecho concluyente, al derecho a no declarar contra el 
pariente al que se le acusa del delito.

(…/…)

La jurisprudencia constitucional ha señalado que el derecho a un 
proceso con todas las garantías, del que forma parte el derecho a un 
juez imparcial, otorga al acusado en un proceso penal el derecho a 
exigir del juez la observancia de una actitud neutra respecto de las 
posiciones de las partes en el proceso, siendo un tercero ajeno a los 
intereses en litigio y, por tanto, a sus titulares y a las funciones que 
desempeñan. Alejamiento que le permite decidir justamente la contro-
versia, situándose por encima de las partes acusadoras e imputadas 
(STC 130/2002, de 3 de junio, FJ 3). Por esta razón le está vedado 
constitucionalmente asumir en el proceso funciones de parte 
(SSTC 53/1987, de 7 de mayo, FFJJ 1 y 2, y 18/1989, de 30 de enero, 
FJ 1), o realizar actos en relación con el proceso y sus partes que pue-
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dan poner de manifiesto que ha adoptado una previa posición a favor 
o en contra de una de ellas (STC 162/1999, de 27 de septiembre, FJ 5). 
También ha señalado la doctrina constitucional que el juez puede tras-
pasar el límite que le impone el principio acusatorio cuando, per-
diendo su apariencia de juez objetivamente imparcial, ha llevado a 
cabo una actividad inquisitiva encubierta, al respaldar una petición de 
una de ellas formulada en clara conculcación de lo dispuesto en la 
legalidad sustantiva o procesal y que puede deparar un perjuicio a la 
otra (STC 188/2000, de 10 de julio, FJ 2).

Ahora bien, el hecho de que el juez deba mantener una actitud de 
neutralidad respecto de las posiciones de las partes no significa que 
haya de exigirse al órgano judicial una actitud pasiva durante el acto 
del juicio (STC 229/2003, de 18 de diciembre, FJ 14). En efecto, si 
bien el principio acusatorio exige que el juzgador no emprenda, con 
iniciativas probatorias de oficio, una actividad inquisitiva encubierta, 
no supone que tenga constitucionalmente vedada toda actividad pro-
cesal de impulso probatorio respecto de los hechos objeto de los escri-
tos de calificación, para contrastar o verificar la fiabilidad de las 
pruebas de los hechos propuestos por las partes, siempre que sirva al 
designio de comprobar la certeza de elementos de hecho que le permi-
tan llegar a formar el criterio preciso para dictar sentencia 
(STC 334/2005, de 20 de diciembre, FJ 3). En todo caso, para deter-
minar si en el ejercicio de esa facultad el juez ha comprometido su 
posición de neutralidad es preciso analizar las circunstancias particu-
lares de cada caso concreto [SSTC  130/2002, FJ  8;  229/2003, 
FJ 14; 334/2005, FJ 3, y 143/2006, de 8 de mayo, FJ 4 b), por todas].

En tal sentido, y por lo que se refiere al supuesto de que por parte del 
juez –o el presidente del Tribunal– se proceda en la vista oral a formular 
una serie de preguntas al acusado, a la presunta víctima del delito o a los 
testigos, al amparo de diversas habilitaciones de la Ley de enjuicia-
miento criminal, este tribunal ha destacado que no cabe apreciar vulne-
ración del derecho al juez imparcial cuando las preguntas versen sobre 
los hechos objeto de acusación y pueda entenderse razonablemente que 
han sido llevadas a cabo para alcanzar un grado preciso de convicción 
del juzgador para la adopción de su decisión, en busca de la verdad 
material, sin ser manifestación de una actividad inquisitiva en la que se 
sustituya a la acusación, ni una toma de partido a favor de las tesis de 
esta, y de ellas no se derive ninguna indefensión para el acusado 
[SSTC 229/2003, FJ 14; 334/2005, FJ 3, y 143/2006, FJ 4 b)].

La inmediación implica la práctica de la prueba a presencia del 
tribunal, a fin de que este pueda percibir y valorar por sí mismo todo 
el acervo probatorio propuesto por las partes. Eso requiere que los 
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magistrados no alberguen duda alguna sobre el contenido de lo que se 
practica, sin perjuicio de su validez y suficiencia como fuente proba-
toria. En el caso de un testigo, el Tribunal no puede tener incertidum-
bre alguna sobre lo que el testigo dice, desde el punto de vista de un 
mero entendimiento lógico. Pero también es necesario tener clara la 
conexión o relación entre lo que el testigo dice y los aspectos esencia-
les de los hechos enjuiciados. Por tanto, forma parte de la propia natu-
raleza de la inmediación judicial que el Tribunal pueda formular 
preguntas a un testigo sobre aquellos aspectos fácticos que no le hayan 
quedado claros como resultado del interrogatorio de las partes. Ese es 
el sentido de la expresión «depurar los hechos» contenida en el 
artículo 708, párrafo segundo, LECrim. Se trata de desbrozar, limpiar 
o aclarar los hechos que, en definitiva, son el objeto del juicio oral, 
para su adecuado discernimiento.

En todo caso, la potestad del Tribunal recogida en el precepto 
citado encuentra como límite infranqueable la vigencia del principio 
acusatorio. El órgano de enjuiciamiento no puede introducir hechos 
que no hayan sido objeto de acusación y sobre los que, por lo tanto, el 
procesado no haya podido ejercer su derecho de defensa en condicio-
nes de igualdad con el resto de las partes. El uso de esta prerrogativa 
no puede suponer, en modo alguno, que el Tribunal se convierta en 
acusación, en juez y parte al mismo tiempo, con la consiguiente pér-
dida de su debida imparcialidad. En consecuencia, lo relevante son los 
hechos, y estos vienen definidos por los escritos de acusación, que 
constituyen el objeto del proceso penal y, por lo tanto, del acervo pro-
batorio propuesto por las partes [STC 91/2021, de 22 de abril, FJ 5.7.3 
c), y todas las citadas en ella].»

(STC Pleno 41/2025, de 11 de febrero de 2025. Recurso de 
amparo 5726-2021. Ponente: D.ª Inmaculada Montalbán Huertas. 
BOE 21 de marzo de 2025).

ARTÍCULO 25

Derecho a la legalidad penal

«El artículo 25.1 CE establece que «[n]adie puede ser condenado 
o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de produ-
cirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la 
legislación vigente en aquel momento». De este modo, el derecho a la 
legalidad penal que protege el artículo 25.1 CE se articula a través de 
una doble garantía, formal y material, que se refiere no solo a la tipifi-
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cación de las conductas punibles, sino también al establecimiento de 
las sanciones aplicables.

La denominada garantía formal hace referencia al rango necesario 
de las normas tipificadoras de esas conductas y sanciones, y supone, 
siguiendo la constante doctrina de este tribunal, que la expresión 
«legislación vigente» contenida en el artículo 25.1 CE es expresiva de 
una reserva de ley en materia sancionadora (por todas, SSTC 77/2006, 
de 13 de marzo, FJ único, y 166/2012, de 1 de octubre, FJ 5, y doc-
trina allí citada).

(…/…)

Conforme a la consolidada doctrina constitucional al respecto, «la 
garantía material del principio de legalidad comporta el mandato de 
taxatividad o certeza, que se traduce en la exigencia de predetermina-
ción normativa de las conductas punibles y de sus correspondientes 
sanciones (lex certa). Esta exigencia tiene implicaciones no solo para 
el legislador, sino también para los órganos judiciales. En su labor de 
interpretación y aplicación de las leyes penales, estos últimos se hallan 
también sometidos al principio de tipicidad, en el sentido de que, por 
un lado, se encuentran en una situación de sujeción estricta a la ley 
penal (SSTC 133/1987, de 21 de julio, FJ 5; 182/1990, de 15 de 
noviembre, FJ 3; 156/1996, de 14 de octubre, FJ 1; 137/1997, de 21 de 
julio, FJ 6; 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 4; 232/1997, de 16 de 
diciembre, FJ 2) y, por otro, les está vedada la interpretación extensiva 
y la analogía in malam partem (SSTC 81/1995, de 5 de junio, 
FJ 5; 34/1996, de 11 de marzo, FJ 5; 64/2001, de 17 de marzo, 
FJ 4; 170/2002, de 30 de septiembre, FJ 12), es decir, la exégesis y 
aplicación de las normas fuera de los supuestos y de los límites que 
ellas mismas determinan» (SSTC 229/2007, de 5 de noviembre, FJ 4, 
y 47/2022, de 24 de marzo, FJ 8.2.1.1). Esta doctrina constitucional la 
hemos reiterado en la STC 14/2021, de 28 de enero, FJ 2, precisa-
mente con ocasión del enjuiciamiento de un precepto de la Ley Orgá-
nica de régimen electoral general, artículo  153 que regula las 
infracciones electorales, y que fue cuestionado por la pretendida vul-
neración del principio de legalidad penal (en cuanto comporta el man-
dato de taxatividad o certeza). El Tribunal descartó tal vulneración.

Asimismo, la doctrina constitucional ha precisado las exigencias a 
que se deben sujetar los órganos judiciales al verificar la labor de sub-
sunción de los hechos en la norma penal, señalando, como recuerda la 
STC 129/2008, de 27 de octubre, FJ 3, que «[e]l derecho a la legalidad 
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penal (art. 25.1 CE) supone que nadie puede ser condenado por accio-
nes u omisiones que no constituyan delito o falta según la legislación 
vigente en el momento de tales conductas. Se quiebra así el derecho 
cuando la conducta enjuiciada, la ya delimitada como probada, es 
subsumida de un modo irrazonable en el tipo penal que resulta apli-
cado, bien por la interpretación que se realiza de la norma, bien por la 
operación de subsunción en sí. En tales supuestos la condena resulta 
sorpresiva para su destinatario y la intervención penal es, amén de 
contraria al valor de la seguridad jurídica, fruto de una decisión judi-
cial que rompe el monopolio legislativo en la definición de las con-
ductas delictivas (por todas, STC 137/1997, de 21 de julio, FJ 6)».

En el examen de razonabilidad de la subsunción de los hechos pro-
bados en la norma penal –continúa señalando la STC 129/2008, FJ 3– 
«el primero de los criterios está constituido por el respeto al tenor 
literal de la norma, “pues el legislador expresa el mensaje normativo 
con palabras y con palabras es conocido por sus destinatarios. Este 
respeto no garantiza siempre una decisión sancionadora acorde con 
las garantías esenciales de seguridad jurídica o de interdicción de la 
arbitrariedad, pues, entre otros factores, el lenguaje es relativamente 
vago y versátil, las normas son necesariamente abstractas y se remiten 
implícitamente a una realidad normativa subyacente, y dentro de cier-
tos límites (por todas, STC 111/1993, de 25 de marzo), el propio 
legislador puede potenciar esa labilidad para facilitar la adaptación de 
la norma a la realidad (ya en la STC 62/1982, de 15 de octubre; […] 
STC 53/1994, de 24 de febrero). Debe perseguirse, en consecuencia, 
algún criterio añadido que, a la vista de los valores de seguridad y de 
legitimidad en juego, pero también de la libertad y la competencia del 
juez en la aplicación de la legalidad (SSTC 89/1983, de 12 de 
marzo; 75/1984, de 27 de junio; 111/1993, de 25 de marzo), distinga 
entre las decisiones que forman parte del campo de decisión legítima 
de este y las que suponen una ruptura de su sujeción a la ley […] La 
seguridad jurídica y el respeto a las opciones legislativas de sanción 
de conductas sitúan la validez constitucional de la aplicación de las 
normas sancionadoras desde el prisma del principio de legalidad tanto 
en su respeto al tenor literal del enunciado normativo, que marca en 
todo caso una zona indudable de exclusión de comportamientos, como 
en su razonabilidad. Dicha razonabilidad habrá de ser analizada desde 
las pautas axiológicas que informan nuestro texto constitucional (SST
C 159/1986, 59/1990, 111/1993) y desde modelos de argumentación 
aceptados por la propia comunidad jurídica […] Dicho de otro modo, 
no solo vulneran el principio de legalidad las resoluciones sanciona-
doras que se sustenten en una subsunción de los hechos ajena al signi-
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ficado posible de los términos de la norma aplicada. Son también 
constitucionalmente rechazables aquellas aplicaciones que por su 
soporte metodológico –una argumentación ilógica o indiscutible-
mente extravagante– o axiológico –una base valorativa ajena a los cri-
terios que informan nuestro ordenamiento constitucional– conduzcan 
a soluciones esencialmente opuestas a la orientación material de la 
norma y, por ello, imprevisibles para sus destinatarios” (STC 137/1997, 
de 21 de julio, FJ 7; también, entre otras, SSTC 189/1998, de 28 de 
septiembre, FJ 7; 13/2003, de 28 de enero, FJ 3; 138/2004, de 13 de 
septiembre, FJ 3; 242/2005, de 10 de octubre, FJ 4; 9/2006, de 16 de 
enero, FJ 4; 262/2006, de 11 de septiembre, FJ 4)».

Así pues, sobre la garantía de certeza de la definición del ilícito, 
como también enfatiza la STC 25/2022, de 23 de febrero, FJ 7.2 B), 
«una vez que el autor de la norma, el legislador, ha cumplido suficien-
temente con el mandato al dar una redacción precisa al precepto san-
cionador, la garantía de certeza exige igualmente de los órganos 
sancionadores que están llamados a aplicarlo “no solo la sujeción […] 
a los dictados de las leyes que describen ilícitos e imponen sanciones, 
sino la sujeción estricta, impidiendo la sanción de comportamientos no 
previstos en la norma correspondiente pero similares a los que sí con-
templa” (SSTC 137/1997, de 21 de julio, FJ 6, y 146/2015, de 25 de 
junio, FJ 2). Por tanto, tal y como hemos señalado en nuestra doctrina, 
el derecho fundamental a la legalidad penal, reconocido en el 
artículo 25.1 CE, ha de reputarse vulnerado cuando la conducta que ha 
sido declarada probada en la sentencia “es subsumida de un modo irra-
zonable en el tipo penal” (SSTC 91/2009, de 20 de abril, FJ 6; 153/2011, 
de 17 de octubre, FJ 8, y 196/2013, de 2 de diciembre, FJ 5)».

En todo caso, esa exigencia de lex certa no es incompatible con el 
empleo de conceptos jurídicos indeterminados o la utilización de una 
terminología con cierto grado de ambigüedad por parte del legislador, 
como así quedó expuesto, entre otras, en la STC 37/2018, de 23 de 
abril, FJ 3 a). En todo caso ello no exime de la comprobación de la 
razonabilidad de la subsunción de los hechos probados en la norma 
penal, siendo el primero de los criterios de tal examen el constituido 
por el respeto al tenor literal de la norma, que delimita en todo caso 
una zona indudable de exclusión de comportamientos (STC 137/1997, 
de 21 de julio, FJ 7), y la interdicción de la analogía in malam partem.

No obstante, ya se ha indicado que ese respeto a la literalidad de la 
norma penal no garantiza siempre una decisión sancionadora acorde 
con el derecho fundamental, dada la propia vaguedad y ambigüedad 
del lenguaje ordinario, la necesaria formulación abstracta de los pre-
ceptos y su inserción en un sistema normativo complejo. Por tal razón, 
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a dicho criterio inicial debe añadirse un doble parámetro de razonabi-
lidad: metodológica, de una parte, enjuiciando si la exégesis y subsun-
ción de la norma no incurre en quiebras lógicas y es acorde a modelos 
de argumentación aceptados por la propia comunidad jurídica; y axio-
lógica, de otra, enjuiciando la correspondencia de la aplicación del 
precepto con las pautas valorativas que informan nuestro texto consti-
tucional (por todas, STC 129/2008, de 27 de octubre, FJ 3).»

(STC Pleno 51/2025, de 26 de febrero de 2025. Recurso de 
amparo 8005-2021. Ponente: Enrique Arnaldo Alcubilla. BOE 1 de 
abril de 2025).

Derecho a la legalidad penal de prohibición de aplicación retroactiva 
de la ley penal desfavorable sobre la pena a cumplir.

«El objeto de nuestro enjuiciamiento fue abordado en la STC 54/2023, 
de 22 de mayo, que en aquel momento reconoció la novedad de la cues-
tión planteada que consistía en determinar si el derecho fundamental que 
prohíbe aplicar retroactivamente la ley penal desfavorable (art. 25.1 CE), 
que resulta del principio nullum crimen, nulla poena sine praevia lege, 
comprendía las normas que regulaban la sustitución de penas privativas 
de libertad del artículo 88 CP en su redacción anterior a la aprobación de 
la Ley Orgánica 1/2015 que derogó tal precepto (STC 54/2023, FJ 2). Se 
trata ahora de resolver si dicha prohibición se extiende también a las 
normas que regulan la sustitución de penas privativas de libertad por 
expulsión del territorio nacional del artículo 89 CP.

Nuestra respuesta fue positiva y reflejo de la progresiva evolución 
de la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en lo que 
respecta a España: SSTEDH de 15 de diciembre de 2009, asunto Gur-
guchiani c. España, y de 21 de octubre de 2013, asunto Del Río Prada 
c. España), que –se decía– ha ido «ensanchando» el ámbito material 
del principio de legalidad penal en relación con la previsibilidad de la 
pena a cumplir para incluir supuestos que tradicionalmente se relacio-
naban con la fase de ejecución de la pena. Esta extensión obedece a la 
dificultad de deslindar la pena amparada por las garantías del princi-
pio de legalidad de su ejecución y, sobre todo, a la necesidad de evitar 
que se produzca una reducción de tales garantías mediante una injus-
tificada diferenciación formal entre la pena y su cumplimiento 
[STC 54/2023, FJ 4 b)]. Por ello, la garantía inherente al principio de 
legalidad penal de prohibición de aplicación retroactiva de la ley penal 
desfavorable, exige entender que el marco normativo de la pena de 
aplicación previsible está integrado por la pena abstracta descrita en el 
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tipo delictivo y por las normas que determinan la pena a cumplir 
vigentes al tiempo de los hechos (STC 54/2023, FJ 6).

La mencionada STEDH de 15 de diciembre de 2009, asunto Gur-
guchiani c. España, § 40, 43, 44 y 47, en un caso muy semejante al 
presente, concluyó que la sustitución de la pena de prisión por la 
expulsión del territorio nacional con prohibición de entrada durante 
diez años, tras aplicar el artículo 89 CP con una redacción más desfa-
vorable –efectuada entonces por la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de 
septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, 
violencia doméstica e integración social de los extranjeros, en la nueva 
redacción– que la vigente al tiempo de los hechos violó el artículo 7 
CEDH (principio de legalidad penal), en la medida en que el deman-
dante fue sometido a una pena más grave que la prevista para la infrac-
ción por la que fue declarado culpable.»

(STC 111/2025, de 12 de mayo de 2025. Recurso de amparo 62-2024. 
Ponente: D. Ramón Sáez Valcárcel. BOE 18 de junio de 2025).

LEY ENJUICIAMIENTO CRIMINAL

ARTÍCULO 793.2

«Este Tribunal Constitucional ya ha dicho: «[L]a invocación de las 
vulneraciones de derechos fundamentales cometidas en la práctica de 
la diligencia probatoria es posible al menos al comienzo del juicio oral, 
en el entendimiento habitual en estos casos, conforme al cual, si bien 
es posible la alegación en el escrito de defensa, no estando expresa-
mente previsto un trámite al efecto en la legislación procesal hasta el 
comienzo del juicio oral, bastaría con haber alegado la vulneración del 
derecho fundamental en dicho trámite al inicio del juicio oral (anterior 
art. 793.2, actual art. 786.2 LECrim)» (STC 132/2006, de 27 de abril, 
FJ 5, y en los mismos términos, STC 98/2024, de 3 de julio, FJ 1).»

(STC 31/2025, de 10 de febrero de 2025. Recurso de amparo 5242-
2023. Ponente: D. Ricardo Enríquez Sancho. BOE 21 de marzo de 2025).
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